
INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco mi-
nutos, para presentar tres iniciativas, el diputado Matías
Nazario Morales, del Grupo Parlamentario del PRI. 1. Pro-
yecto que reforma el artículo 7 de la Ley General de Edu-
cación. 2. Proyecto de decreto que reforma el artículo 33 de
la Ley General de Educación. 3. Proyecto de decreto que
reforma los artículos 2, 4 y 10 de la Ley de Fomento para
la Lectura y el Libro. Adelante, diputado.

El diputado Matías Nazario Morales: Gracias. Con su
venia, señor presidente. Hago referencia de mis tres inicia-
tivas para que sean oportunamente turnadas a comisiones. 

El México del siglo XXI requiere cambios, no solo en apa-
riencia sino que realmente modifiquen de manera tangible
al país en el que vivimos. Para esto debemos plantearnos
cuáles son los ideales del pueblo mexicano y los principios
por los cuales buscamos que nuestra sociedad sea enorme.

El mío, compañeros, es la formación. Es bien sabido que
una de las principales palancas que han encontrado los paí-
ses altamente desarrollados ha sido la educación. El incor-
porar el concepto de calidad al tercero constitucional fue
una gran virtud de la reforma educativa, con lo que se pre-
tende mejorar el sistema nacional de educación, pero la ca-
lidad académica que necesitamos para mejorar nuestro ca-
pital humano todavía está lejos de conseguirse. La reforma
fue un primer paso que hay que consolidarla todos. 

El Plan Nacional de Desarrollo del Ejecutivo federal va
cambiando hacia un México productivo, pero el trance de
un país manufacturero a un generador de bienes de capital,
depende directamente de la cultura de una nación. Pode-
mos invertir en nuestras carreteras, aeropuertos, plazas, et-
cétera, pero si no invertimos en educar a las siguientes ge-
neraciones de mexicanos seguiremos igual. Debemos
buscar planes transexenales que planteen a la educación
como un eje rector del Estado mexicano.

Compañeros, debemos identificar el costo de oportunidad
e invertir en nuestros jóvenes, la inversión no es sólo eco-
nómica, sino también práctica y de conocimientos. En este
sentido he elaborado tres iniciativas que van orientadas ha-
cia la lectura, vía bibliotecas digitales, el deporte en escue-
las de tiempo completo y educación sexual efectiva en los
fines de la formación académica de nuestro país.

Los estudios son claros. Los países cultos son los países ri-
cos. Según la UNESCO la biblioteca es la fuerza viva de la
educación, genera individuos con decisiones autónomas y
con un gran progreso cultural. En este sentido creo que se
debe impulsar en gran medida la difusión de las bibliotecas
en el Sistema Educativo Mexicano, no sólo en materia. de
instalaciones físicas, sino diseñar acciones colectivas con
la iniciativa privada y la sociedad civil para introducir la
lectura dentro de nuestro país, y la mejor manera de lo-
grarlo es en las escuelas por medio de bibliotecas virtuales
también.

Las nuevas formas de comunicación obligan al Sistema
Educativo Nacional a generar las herramientas útiles para
las nuevas generaciones de niñas, niños, jóvenes, y futuros
ciudadanos, acercando los temas educativos de su interés.

Por esto me permito someter a la consideración de esta H.
Cámara de Diputados, la iniciativa con proyecto de decre-
to a la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, en el cual
propongo adicionar una definición más precisa y actualiza-
da de biblioteca, para entenderla como el repositorio en el
cual se administra, organiza, preserva y difunde el conoci-
miento concentrado de un acervo de libros, revistas, docu-
mentos o cualquier otro medio en el formato físico digital;
en razón a la predominancia de estos últimos puede deno-
minarse como virtual o digital o tradicional, razón por la
cual también se busca la reforma del artículo 4o., de la mis-
ma para incluir en los objetos de esta el fomento y apoyo
al establecimiento y desarrollo de librerías y bibliotecas
tradicionales y virtuales.

De igual manera otorgar a la Secretaría de Educación Pú-
blica la tarea de promover el acceso y distribución de libros
en formato físico y digital.
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A través de las bibliotecas y otras herramientas se puede re-
producir la información de manera veraz. Estos instrumen-
tos digitales permiten transmitir cultura en una comunidad
y generar decisiones más asertivas de sus individuos.

De acuerdo a la información provista por organismos in-
ternacionales como la UNESCO, la UNICEF, ONUSIDA,
entre otras, en el documento orientaciones técnicas inter-
nacionales sobre educación en sexualidad.

La ignorancia o la deficiente educación sexual generan vul-
nerabilidad ante la coerción, el abuso y la explotación se-
xual, una deficiente planeación familiar y las infecciones
de transmisión sexual.

Es por ello, que en la segunda de las iniciativas que pro-
pongo a la Cámara de Diputados, es la adición de la frac-
ción X Bis del artículo 7o de la Ley General de Educación
para incluir dentro de los fines de la educación en nuestro
país el promover el desarrollo pleno de la sexualidad del
individuo en función de la edad del mismo, sin menos ca-
bo de la libertad y del respeto absoluto a la dignidad hu-
mana.

La dignidad y el bienestar humano, como centro de legis-
lación nos permiten hacer programas educativos como los
antes expuestos, pero el cuidado de las personas que se
multiplican en las sociedades, también debe ser físicamen-
te. Por eso, creo que es vocación del estado velar por la sa-
lud de las personas, especialmente de los niños y los jóve-
nes.

La Organización Mundial de la Salud recomienda como
mínimo 60 minutos diarios de actividad física, de modera-
da a vigorosa, para lo cual de la edad de los 5 a 17 años la
actividad física en los jóvenes también contribuye a un
buen desarrollo social.

Un problema que ha ido en ascenso en los últimos años es
la obesidad. México ocupa el primer lugar mundial en obe-
sidad infantil, y el segundo en obesidad en adultos, es por
esto que expongo en esta tercera iniciativa incluir dentro de
esta misma ley, en su artículo 33, que en las escuelas de
tiempo completo se realice como mínimo 60 minutos dia-
rios de actividad física y también en las que se puedan.

Esta iniciativa forma parte de un mismo lugar, las escuelas.
En mi experiencia, los centros de educación son un lugar
de interacción donde convergen muchos actores de la vida
social en México.

Estas iniciativas que presento ante este pleno de la Cámara
de Diputados son necesarias y darán paso a su ejecución en
políticas públicas que fortalecerán la reforma educativa
apoyada por el Ejecutivo federal donde todos debemos po-
ner nuestro mayor esfuerzo, por una mejor educación en el
país. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Matías Nazario Morales,
del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás disposiciones jurídicas aplicables, el
que suscribe, diputado Nazario Matías Morales, integrante
del Grupo Parlamentario del PRI de la LXIII Legislatura,
somete a consideración de esta honorable soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo a la información provista, en el 2010, por or-
ganismos internacionales como UNESCO, Unicef, OMS,
Unisida y UNFPA, en el documento Orientaciones Técni-
cas Internacionales sobre Educación en Sexualidad, la ig-
norancia o la deficiente educación sexual genera vulnera-
bilidad ante la coerción, el abuso y la explotación sexual,
una deficiente planeación familiar y las infecciones de
transmisión sexual.

Problemáticas que se encuentran presentes en nuestro país,
siendo entre estas la más preocupante la explotación se-
xual, puesto que es considerada por la Unicef, como una de
las peores formas de trabajo infantil, ya que afecta en el de-
sarrollo del niño a nivel físico, social y emocional. Hechos
que afectan al individuo y repercuten incluso años después,
en su vida adulta.

Informes de la Comisión Nacional de Población, se mues-
tra que el promedio nacional de participación masculina
en la prevalencia anticonceptiva de mujeres en edad
fértil, se ha mantenido en un 14.4 por ciento de 2009 a
2014, presentándose la misma situación para la prevalen-
cia de uso de métodos anticonceptivos, ubicándose en un
72.3 por ciento en el mismo lapso. La tasa de fecundidad
adolecente de esta misma fuente en datos del 2014 nos
muestra un promedio de 77.04 por ciento, mostrando cifras
alarmantes que rebasan el 100 por ciento en estados como



Nayarit, Zacatecas y Coahuila, tasa que representa el nú-
mero de nacimientos por cada mil mujeres entre las edades
de 15 a 19 años.

Los datos expuestos anteriormente nos muestran una inefi-
ciente educación en sexualidad, exponiéndose así la im-
portancia de incluirla dentro de los fines educativos en
nuestro país.

Conforme a lo establecido en el artículo primero constitu-
cional, mediante el cual reconocen los derechos humanos
de las personas que habitan los Estados Unidos Mexica-
nos, entre los cuales se incluyen el derecho a la educación,
derecho a la salud, y a la igualdad entre hombres y muje-
res, establecidos en los artículos 3 y 4 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, siendo estos so-
lo algunos de los derechos que se protegerán al incluir la
educación en sexualidad dentro de los fines educativos.

Es por todo lo anteriormente expuesto, que me permito so-
meter a la consideración de esta honorable Cámara de
Diputados la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma la fracción X y adiciona la frac-
ción X Bis del artículo 7o. de la Ley General de Edu-
cación

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los siguientes:

[…]

X. Desarrollar actitudes solidarias en los individuos y
crear conciencia sobre la preservación de la salud, pro-
piciando el rechazo a los vicios y adicciones, fomen-
tando el conocimiento de sus causas, riesgos y conse-
cuencias;

X Bis. Promover el desarrollo pleno de la sexualidad
del individuo, en función de la edad del mismo, sin
menoscabo de la libertad y del respeto absoluto a la
dignidad humana.

...

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 15 de octubre de
2015.— Diputados: Matías Nazario Morales, Alejandro Armenta
Mier, Ana Guadalupe Perea Santos, Angélica Reyes Ávila, Carmen
Victoria Campa Almaral, Daniela de los Santos Torres, Efraín Arella-
no Núñez, Gianni Raúl Ramírez Ocampo, Hugo Daniel Gaeta Esparza,
Jesús Antonio López Rodríguez, Jorgina Gaxiola Lezama, Manuel
Alexander Zetina Aguiluz, Mariano Lara Salazar, Ramón Bañales
Arambula, Ricardo David García Portilla, Tania Victoria Arguijo He-
rrera (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Nazario. Se turna a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El diputado Matías Nazario Morales: «Iniciativa que re-
forma el artículo 33 de la Ley General de Educación, a car-
go del diputado Matías Nazario Morales, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás disposiciones jurídicas aplicables, el
que suscribe, diputado Matías Nazario Morales, integrante
del Grupo Parlamentario del PRI de la LXIII Legislatura,
somete a consideración de esta honorable soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El incluir el ejercicio físico regular dentro de las activida-
des diarias, es una herramienta de prevención de enferme-
dades cardiorrespiratorias, metabólicas, en el aparato loco-
motor, cáncer e incluso control de la ansiedad y la
depresión.1 La Organización Mundial de la Salud reco-
mienda, como mínimo 60 minutos diarios de actividad fí-
sica de moderada a vigorosa, para el grupo de edad entre
los 5 y 17 años.2
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La actividad física, en los jóvenes, también contribuye a un
buen desarrollo social, ya que fomenta la autoconfianza,
generando una mejor interacción e integración social.3

Un problema que ha ido en ascenso en los últimos años es
la obesidad, “México ocupa el primer lugar mundial en
obesidad infantil, y el segundo en obesidad en adultos”.4

Problema que no solo está en la infancia y la adolescencia,
sino también población preescolar. 

La principal causa a la que se apunta son los malos hábitos
alimenticios y la falta de actividad física, que terminan des-
embocando en un prevalencia del sobrepeso de un 70% en
la edad adulta; favoreciendo la aparición de enfermedades
tales como la diabetes, infartos, altos niveles de colesterol
o insuficiencia renal, entre otros. Actualmente, la diabetes
es el mayor problema al que se enfrenta el sistema nacio-
nal de salud, ya que es la primera causa de muerte en adul-
tos y la primera causa de demanda de atención médica, re-
presentando así el mayor porcentaje de gastos en las
instituciones públicas.5

La prevalencia de sobrepeso y obesidad en menores de cin-
co años ha registrado un aumento, casi 2 puntos porcen-
tuales de 1988 a 2012 (de 7.8% a 9.7%, respectivamente).
El principal aumento se registra en la región norte del país
que alcanza una prevalencia de 12% en 2012, 2.3 puntos
arriba del promedio nacional.6

Para la población en edad escolar, (de 5 a 11 años de edad),
en la prevalencia nacional combinada de obesidad y sobre-
peso en 2012, fue de 34.4%.En el caso de las niñas esta ci-
fra es de 32% y para los niños 36.9%. Estas prevalencia re-
presenta alrededor de 5 664 870 niños con obesidad y
sobrepeso en el ámbito nacional. En 1999, 26.9% de los es-
colares presentaron prevalencias combinadas de sobrepeso
y obesidad, sin embargo, para 2006 está aumento casi 8
puntos (34.8%). Se ha observado que de 2006 a 2012 el
porcentaje de prevalencias de sobrepeso y obesidad se han
nivelado, aunque si han aumentado y se han concretado en
grupos específicos de la población.7

El incluir en las escuelas de tiempo completo, al menos una
hora diaria de ejercicio, es una forma de mejorar la salud
de la niñez y juventud mexicana, protegiendo así no solo el
derecho humano a la protección de la salud, sin que inclu-
so el derecho la cultura física y a la práctica del deporte,
ambos protegidos por el artículo 4º. Constitucional.

Es por todo lo anteriormente expuesto, que me permito so-
meter a la consideración de esta honorable Cámara de
Diputados la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción XVI del artículo 33 de
la Ley General de Educación

Quedando de la siguiente manera:

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo
anterior, las autoridades educativas en el ámbito de sus res-
pectivas competencias llevarán a cabo las actividades si-
guientes:

I. a XVI. …

XVI. Establecerán, de forma paulatina y conforme a la
suficiencia presupuestal, escuelas de tiempo completo,
con jornadas de entre 6 y 8 horas diarias, para aprove-
char mejor el tiempo disponible para el desarrollo aca-
démico, cultural y deportivo, dedicándole a la última
de estas como mínimo 60 minutos diarios, y

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud, Recomendaciones mundiales so-
bre actividad física para la salud (Suiza: OMS, 2010), 16.

2 Organización Mundial de la Salud, Recomendaciones mundiales so-
bre actividad física para la salud, 7.

3 Organización Mundial de la Salud, “La actividad física en los jóve-
nes: Niveles recomendados de actividad física para la salud de 5 a 17
años”, Estrategia mundial sobre régimen alimentario, actividad física y
Salud, http://www.who.int/dietphysicalactivity/factsheet_young_peo-
ple/es/.

4 United Nations International Children’s Emergency Fund, “Salud y
Nutrición”, UNICEF MÉXICO, http://www.unicef.org/mexico/spa-
nish/17047.htm



5 United Nations International Children’s Emergency Fund, “Salud y
Nutrición”, UNICEF MÉXICO, http://www.unicef.org/mexico/spa-
nish/17047.htm

6 Juan Pablo Gutiérrez et al., coord., Encuesta Nacional de Salud y Nu-
trición 2012. Resultados nacionales, (Cuernavaca: Instituto Nacional
de Salud Pública, 2013), 149.

7 Juan Pablo Gutiérrez et al., coord., Encuesta Nacional de Salud y Nu-
trición 2012. Resultados nacionales, 150.

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 27 de octubre de
2015.— Diputado Matías Nazario Morales (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Se remite a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos, para dictamen.

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

El diputado Matías Nazario Morales: «Iniciativa que re-
forma los artículos 2o., 4o. y 10 de la Ley de Fomento pa-
ra la Lectura y el Libro, a cargo del diputado Matías Naza-
rio Morales, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás disposiciones jurídicas aplicables, el
que suscribe, diputado Matías Nazario Morales, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIII Legislatura, somete a consideración de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto de refor-
ma y adición, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La biblioteca escolar es una herramienta que se apoya en
un proceso didáctico de aprendizaje, genera una mayor
cantidad de estrategias para los docentes, se generan suje-
tos informados, incluso es una herramienta que puede ser
aprovechada por medios electrónicos.1

Otra parte de esto es disfrutar a la lectura y no sólo verla
como un medio de aprendizaje, generando el concepto de
lectores valorados socialmente, una comunidad con una

cultura suficiente para poder ser racionales en sus relacio-
nes interpersonales como también conocer mejores técni-
cas y procesos que les permitan imprimir valor agregado a
sus diversas actividades. Los estudios son claros, los países
cultos son los ricos.2

La biblioteca escolar como célula elemental de una comu-
nidad educativa para sus distintas necesidades curriculares
y culturales. Las bibliotecas escolares en México en tres ni-
veles para responder las necesidades de la etapa lectora de
los alumnos de cada grado. El uso de la biblioteca replan-
tea la metodología, ofrece más oportunidades para interac-
tuar con los libros de texto. El préstamo de libros se puede
hacer de manera sencilla y permite actividades como las
lecturas compartidas y dinámicas como la conservación
grupal del acervo.3

En este sentido, creemos que se debe impulsar en gran me-
dida la difusión de las bibliotecas en el sistema educativo
en México, no solo en materia e instalaciones, sino diseñar
acciones colectivas con las organizaciones no guberna-
mentales, medios de comunicación, ordene de gobierno,
iniciativa privada y sociedad civil a introducir la lectura
dentro de nuestro país y la mejor manera de hacer es en las
escuelas por medio de bibliotecas físicas o virtuales.

Según la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura, la biblioteca es la fuerza vi-
va de la educación, genera individuos con decisiones autó-
nomas y con progreso cultural de las personas y los grupos
sociales. Algunos de los resultados de altos índices de lec-
tura o de buena cobertura de un sistema nacional bibliote-
cario son4

- Garantizar a todos los ciudadanos el acceso a la infor-
mación comunitaria;

- Fomentar el diálogo intercultural y favorecer la diver-
sidad cultural;

- Facilitar el acceso a la expresión cultural de todas las
artes;

- Brindar posibilidades para un desarrollo personal cre-
ativo; y

- Prestar apoyo a la autoeducación y la educación formal
en todos los niveles.
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Bibliotecas virtuales

La biblioteca virtual es un conjunto de colecciones que se
publican vía web, al servicio de una comunidad especifica.
Publica material de las propias instituciones o de un sector
en específico, se enfoca en el modelo open-source, que
permite una mayor accesibilidad al sector que va dirigida
la biblioteca virtual. Algunos de los beneficios que se le
pueden atribuir a las bibliotecas virtuales son: Acceso des-
de cualquier punto, respaldo editorial, texto completo, ac-
tualización constante, múltiples formatos, visibilidad de la
institución o gobierno, reducción de costos, control de ac-
cesos, beneficios a las comunidades marginadas, apoyo a
los sectores educativos con contenidos de alto valor acadé-
mico.5

En un país donde la infraestructura educativa es aún un
gran reto pensamos que el costo de oportunidad de imple-
mentar modelos de bibliotecas abiertas sería oportuno en
México, todo esto abonado a los ya tangibles efectos de las
políticas públicas que ha implantado esta administración
del Ejecutivo federal como “México Conectado” y las ta-
blets a los niños de quinto de primaria que claramente abo-
nan a la disminución de la brecha digital, de esta forma se
estaría sumando a estas directrices y beneficiaría a todos
los niveles de la educación en México, como también brin-
daría mejores herramientas para la educación docente.

Por todo lo expuesto me permito someter a consideración
de la Cámara de Diputados la presente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que reforma los artículos 4o. fracción III, y 10,
fracción VI; y adiciona la definición de biblioteca al ar-
tículo 2o. de la Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro

Artículo 2. Para efectos de la presente ley se entenderá co-
mo

[…]

Biblioteca: Repositorio en el cual se administra, organi-
za, preserva y difunde el conocimiento concentrado en
un acervo de libros, revistas, documentos, o cualquier
otro medio, en formato físico o digital, en razón a la
predominancia de estos últimos puede denominarse co-
mo virtual o digital, o tradicional.6

…

Artículo 4. La presente ley tiene por objeto

[…]

III. Fomentar y apoyar el establecimiento y desarrollo
de librerías, bibliotecas tradicionales y virtuales, y
otros espacios públicos y privados para la lectura y di-
fusión del libro;

[…]

Artículo 10. Corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica

[…]

VII. Promover el acceso y distribución de libros, en for-
mato físico y digital, fortaleciendo el vínculo entre es-
cuelas y bibliotecas públicas, en colaboración con las
autoridades educativas locales, las instituciones de edu-
cación superior e investigación, la iniciativa privada y
otros actores interesados; y

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Instituto de Educación de Aguascalientes, “¿Para qué las bibliotecas
escolares y las bibliotecas de aula?”, en Portal del Gobierno del Esta-

do de Aguascalientes, consultada en octubre de 2015, http://www.iea.
gob.mx/webiea/biblos/archivos/instala_mueve_biblioteca/1%20Pa-
ra%20qu%C3%A9%20las%20BE%20y%20BA.pdf

2 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura, “Lectura en la era móvil: Un estudio sobre la lectura mó-
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Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 10 de
noviembre de 2015.— Diputados: Matías Nazario Morales, Daniela
De Los Santos Torres (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Se turna a la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, para dictamen.

Diputado Nazario, la diputada vicepresidenta Daniela De
Los Santos solicita si es conveniente adherirse a su pro-
puesta.

El diputado Matías Nazario Morales (desde la curul): Es
un honor para mí. Gracias.

La diputada Daniela De Los Santos Torres (desde la cu-
rul): Gracias.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado.

El diputado Manuel Alexander Zetina Aguiluz (desde la
curul): Presidente. 

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene el uso de la palabra el diputado Alexan-
der Zetina.

El diputado Manuel Alexander Zetina Aguiluz (desde la
curul): Presidente, en el mismo tenor, para preguntarle al
diputado Matías Nazario si nos permite igual adherirnos a
sus iniciativas.

El diputado Matías Nazario Morales (desde la curul):
Gracias. Es un honor para mí.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: El diputado ha manifestado que sí.

La diputada Nora Liliana Oropeza Olguín (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul de la diputada Liliana Oro-
peza.

La diputada Nora Liliana Oropeza Olguín (desde la cu-
rul): Gracias, diputado. En el mismo sentido, solicitarle al
diputado Nazario poder sumarnos a esta iniciativa tan im-
portante.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: El diputado Bolaños también solicita su adhe-
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sión. Queda a su disposición en esta Secretaría de la Mesa
Directiva.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por cinco minutos el
diputado Exaltación González Ceceña, del Grupo Parla-
mentario del PAN, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 77 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

El diputado Exaltación González Ceceña: Gracias, pre-
sidente. Con su permiso. Saludo a toda la teleaudiencia del
Canal del Congreso, y en toda la república. Y saludo a to-
dos los habitantes del primer distrito electoral federal de
Mexicali, Baja California, que me honro en representar.

Señoras diputadas y señores diputados, el campo mexicano
es uno de los pilares que sostiene la estructura económica
de nuestro país. Más allá de su participación en el PIB na-
cional, que es de apenas el 4 por ciento, por sus efectos
multiplicadores el sector agropecuario incide sustancial-
mente en el desarrollo económico, social y ambiental.

Nuestra Carta Magna establece en su artículo 28: Se po-
drán otorgar subsidios a actividades prioritarias cuando se-
an generales, de carácter temporal y no afecten sustancial-
mente las finanzas de la nación.

Indudablemente las actividades agropecuarias son priorita-
rias, de ahí se desprende que el gobierno federal apoye a
este sector mediante subsidios. Estos apoyos se otorgan a
cualquier persona que se dedique a actividades agropecua-
rias y están contemplados en el Presupuesto de Egresos de
la Federación.

Sin embargo, en la práctica, una vez que los solicitantes
cumplen con los requisitos para ser beneficiarios del subsi-
dio se enfrentan a grandes dificultades para poder recibir-
los, esto como resultado de la falta de normatividad que es-
tablezca en qué momento se entregarán los apoyos.

La presente iniciativa busca atender esta falla en la ley adi-
cionando una fracción a la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, que establezca que dentro de

las reglas de operación se señalen fechas exactas para la
entrega de los subsidios a las personas seleccionadas como
beneficiarios de los mismos. La redacción que propongo es
la siguiente.

Artículo 77, fracción II, inciso b), fracción IX: Deberán es-
tablecer los plazos y calendarios con fechas establecidas de
entrega de los apoyos o subsidios a los beneficiarios, a fin
de garantizar la ministración y aplicación oportuna de la to-
talidad de los recursos en los conceptos y montos autoriza-
dos.

Señoras y señores diputados, es urgente garantizar que los
apoyos dirigidos al sector agropecuario efectivamente lle-
guen a los destinatarios. No podemos ignorar la importan-
cia estratégica de este sector para el crecimiento económi-
co ni las necesidades de la población rural. Por su carácter
rector, el Estado tiene un papel central en el desarrollo y a
través de su acción subsidiaria debe contribuir a corregir
las desigualdades económicas de nuestro país.

Con la medida propuesta avanzaremos en la construcción
de un sector agropecuario que identifique su vocación y sus
ventajas comparativas y que sea capaz de aprovecharlas
para competir en los mercados internacionales.

En Acción Nacional nos pronunciamos por iniciativas que
coadyuven a un campo mexicano productivo y generador
de empleos. Por ello concebimos al sector agropecuario, no
como un problema, sino como una ventana de grandes
oportunidades.

Hago un llamado sentido a las diputadas y diputados que tie-
nen una relación directa con el campo mexicano para que se
sumen a esta iniciativa. El campo de México no debe enten-
der de colores partidistas, el campo de México requiere de
apoyos directos y de fácil acceso. El campo mexicano quie-
re resultados y los resultados, amigas diputadas y amigos
diputados está en nuestras manos y podemos cambiar las le-
yes para beneficiar a los agricultores de toda la República.
Estoy a sus órdenes. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 77 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del
diputado Exaltación González Ceceña, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, diputado Exaltación González Ceceña, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura, del honorable Congreso de la Unión,



con fundamento en lo establecido en la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona la fracción iv, del inciso b), de la fracción II,
del artículo 77, de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, presenta a esta honorable asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto, al te-
nor de lo siguiente

Exposición de Motivos

Hace más de diez mil años en diversas partes del mundo la
agricultura empezó a desarrollarse de manera independien-
te, en Mesopotamia y Egipto se cultivaba trigo y cebada, en
Mesoamérica se cultivaba maíz y en Asia arroz, en esa mis-
ma época surgió el comercio y esto trajo como consecuen-
cia que poco a poco las personas se fueron especializando
en sus actividades y al mismo tiempo que la población au-
mentaba que se requiriera de más variedad de alimentos.

Con el paso del tiempo la humanidad acumuló gran canti-
dad de conocimiento empírico sobre el cultivo y el aprove-
chamiento de plantas y animales, lo que permitió el flore-
cimiento de sus grandes civilizaciones, también ha
provocado que la ciencia y la tecnología avancen. Por
ejemplo, durante los primeros años el hombre utilizó a ani-
males y utensilios hechos con madera y piedras para traba-
jar el campo, el arado, la rueda, los arneses para la tracción
animal, los estiércoles, los abonos verdes y la cal ya se co-
nocían y se usaban en el cultivo, hasta que poco a poco se
fueron creando herramientas modernas y poderosas, como
los tractores.

Según datos de la FAO (Organización de las Naciones Uni-
das para la Agricultura y la Alimentación) en México se
cuenta con un territorio nacional de 198 millones de hectá-
reas de las cuales 145 millones se dedican a la actividad
agropecuaria y cerca de 30 millones de hectáreas son tie-
rras de cultivo y 115 millones son de agostadero.

La agricultura en México es más que un sector productivo
importante. Más allá de su participación en el PIB nacio-
nal, que es de apenas 4 por ciento, las múltiples funciones
de la agricultura en el desarrollo económico, social y am-
biental determinan que su incidencia en el desarrollo sea
mucho mayor de lo que ese indicador implicaría. Entre los
argumentos que muestran la relevancia de la agricultura en
el país pueden mencionarse los siguientes:

a) Prácticamente toda la producción de alimentos se ori-
gina en este sector, de manera que la oferta sectorial  es
fundamental en la seguridad alimentaria, en el costo de
vida y en el ingreso real del conjunto de la población, par-
ticularmente de los más pobres que destinan a la compra
de alimentos una mayor proporción de su ingreso. La po-
blación más pobre destina más de la mitad (51.8 por cien-
to) del gasto corriente monetario a alimentos.

b) La agricultura es una actividad fundamental en el me-
dio rural, en el cual habita todavía una parte altamente
significativa de la población nacional. En las pequeñas
localidades rurales vive casi la cuarta parte de la pobla-
ción nacional. 

c) La erradicación de la pobreza que representa, sin du-
da, una prioridad nacional y en esa lucha el desarrollo
agrícola y rural tiene un papel preponderante. Según los
datos del Informe de Desarrollo Humano del Programa
de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 2 por
ciento de la población mexicana vive con 1.25 dólares
al día, 4.8 por ciento vive con 2 dólares al día y 17.6 por
ciento se encuentra por debajo de la línea nacional de
pobreza alimentaria. Asimismo, 3.4 por ciento de niños
menores de 5 años sufren malnutrición y 5 por ciento de
la población se encuentra en el rango de prevalencia de
subalimentación.

El progreso agrícola demanda mayor cantidad de insumos,
para permitir una mayor capacidad de inversión de las fa-
milias rurales en otras actividades y generar así un mayor
dinamismo de los mercados locales. 

Por ello se considera apoyar las actividades agropecuarias
por medio de subsidios que son asignaciones que el Go-
bierno Federal otorga para el desarrollo de actividades
prioritarias de interés general, a través de las dependencias
y entidades a los diferentes sectores de la sociedad, con el
propósito de apoyar sus operaciones; mantener los niveles
en los precios; apoyar el consumo, la distribución y co-
mercialización de los bienes; motivar la inversión; cubrir
impactos financieros promover la innovación tecnológica;
así como para el fomento de las actividades agropecuarias,
industriales o de servicios.

La Carta Magna establece en su artículo 28 que “Se podrán
otorgar subsidios a actividades prioritarias, cuando sean
generales, de carácter temporal y no afecten sustancial-
mente las finanzas de la Nación. El Estado vigilará su apli-
cación y evaluará los resultados de ésta.”
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Asimismo dentro del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción de cada ejercicio fiscal se contemplan las erogaciones
para otorgar subsidios a los beneficiarios a través de sus di-
versos programas, en el caso particular de las actividades
agropecuarias los apoyos se otorgan a través del Programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable,
conforme a lo previsto en los artículos 16 y 69 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

En la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria también prevé la entrega de subsidios y menciona
que la autorización y ministración de estos estará a cargo
del Ejecutivo Federal atreves de las secretarías y en su ca-
so de las entidades.

Por criterio constitucional los subsidios se otorgaran para
actividades prioritarias, cuando sean generales, de carácter
temporal y no afecten sustancialmente las finanzas de la
Nación; en relación a esto es importante destacar que a las
actividades agropecuarias se les considera como priorita-
ria, el subsidio a otorgar está abierto a cualquier persona
que se dedique a esta actividad, estos subsidios se entregan
en ciertos periodos de tiempo y están contemplados en el
presupuesto de egresos del ejercicio fiscal de la federación
por lo que se estima que el otorgarlos no afecta sustancial-
mente las finanzas de la nación.

En este orden de ideas podemos considerar que los apoyos
para el sector agropecuario ya están contemplados y que
las personas pueden solicitarlos y hacerse beneficiario de
ellos una vez cumplidos los requisitos que marcan las re-
glas de operación para el otorgamiento de apoyos despren-
didos de los programas.

Sin embargo, en la práctica una vez que se cumple con el
proceso de selección y se dictamina que el solicitante debe
ser beneficiario de estos apoyos el poder recibirlos se con-
vierte en una problemática constante para los beneficiarios,
ya que no hay normatividad que establezca en qué mo-
mento se entregaran los apoyos.

Es precisamente por ello que La intención de esta iniciati-
va es la de adicionar una fracción al inciso b de la fracción
II del artículo 77,  para establecer que dentro de las reglas
de operación se señalen fechas exactas para la entrega de
los subsidios a las personas seleccionados como beneficia-
rios en virtud de que cumplieron con los requisitos que la
autoridad solicita, esto porque en el apartado mencionado
se establecen los criterios que se tomaran en cuenta para
dictaminar las reglas de operación. 

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona la fracción ix, del inciso b), de la
fracción II, del artículo 77, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, para quedar
como sigue:

Artículo. 77…

…

…

…

…

II…

a) y b)…

i) a viii)…

ix)

…

…

…

b) Las reglas de operación deberán contener para
efectos del dictamen de la Comisión Federal de Me-
jora Regulatoria, al menos lo siguiente:

i) Deberán establecer los criterios de selección de
los beneficiarios, instituciones o localidades objeti-
vo. Estos deben ser precisos, definibles, mensura-
bles y objetivos;

ii) Debe describirse completamente el mecanismo
de selección o asignación, con reglas claras y con-
sistentes con los objetivos de política del programa,
para ello deberán anexar un diagrama de flujo del
proceso de selección;

iii) Para todos los trámites deberá especificarse tex-
tualmente el nombre del trámite que identifique la
acción a realizar;



iv) Se deberán establecer los casos o supuestos que
dan derecho a realizar el trámite;

v) Debe definirse la forma de realizar el trámite;

vi) Sólo podrán exigirse los datos y documentos
anexos estrictamente necesarios para tramitar la so-
licitud y acreditar si el potencial beneficiario cum-
ple con los criterios de elegibilidad.

vii)  Se deberán definir con precisión los plazos que
tiene el supuesto beneficiario, para realizar su trá-
mite, así como el plazo de prevención y el plazo
máximo de resolución de la autoridad.

viii) Se deberán especificar las unidades adminis-
trativas ante quienes se realiza el trámite o, en su
caso, si hay algún mecanismo alterno, y

ix)  Se deberán establecer los plazos y calenda-
rios con fechas establecidas de entrega de los
apoyos o subsidios a los beneficiarios, a fin de
garantizar la ministración y aplicación oportuna
de la totalidad de los recursos, en los conceptos y
montos autorizados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de noviembre de 2015.—
Diputados: Exaltación González Ceceña, Alejandro Armenta Mier,
Alfredo Miguel Herrera Deras, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Eloísa
Chavarrías Barajas, Fernando Galván Martínez, Hugo Alejo Domín-
guez, Jesús Antonio López Rodríguez, José Everardo López Córdova,
Juan Alberto Blanco Zaldívar, Karina Padilla Ávila, Leonel Gerardo
Cordero Lerma, Leticia Amparano Gámez, Lilia Arminda García Es-
cobar, Luis de León Martínez Sánchez, Luz Argelia Paniagua Figue-
roa, María del Rosario Rodríguez Rubio, María Guadalupe Murguía
Gutiérrez, María Verónica Agundis Estrada, Miguel Ángel Huepa Pé-
rez, Mónica Rodríguez Della Vecchia, Pedro Garza Treviño, René
Mandujano Tinajero, Rocío Matesanz Santamaría, Víctor Ernesto Iba-
rra Montoya, Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).» 

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado González. Túrnese a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dicta-
men.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Wal-
do Fernández González, del Grupo Parlamentario del PRD,
para presentar iniciativa…

La diputada Luz Argelia Paniagua Figueroa (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido a la curul de la diputada Paniagua.

La diputada Luz Argelia Paniagua Figueroa (desde la
curul): Gracias, diputado. Para pedirle al diputado Exalta-
ción González, nos permita suscribirnos a esta importante
iniciativa que le va a dar certidumbre al sector agropecuario.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Diputado González.

El diputado Exaltación González Ceceña (desde la cu-
rul): Adelante.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias.

El diputado Jesús Antonio López Rodríguez (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul del diputado Jesús López.

El diputado Jesús Antonio López Rodríguez (desde la
curul): Buenos días. Para pedirle al diputado Exaltación
González, me permita adherirme a su propuesta y sobre to-
do felicitarlo, porque provengo de un pueblo que es emi-
nentemente agrícola y la verdad cada día los productores
agrícolas están más desprotegidos. Actualmente en esa área
de Sinaloa se les adeuda alrededor de 3 mil 500 millones
de pesos.

Es importante apoyar a los agricultores, porque precisa-
mente son quienes producen los alimentos que nosotros
nos comemos. Considero muy importante, hoy que esta-
mos en épocas de presupuesto, apoyar el tema de la agri-
cultura, porque finalmente si no tenemos dinero para hacer
producir la tierra, difícilmente vamos a tener certidumbre
en la vida de esta gente que se dedica a ello.

Desafortunadamente, amigo Exaltación, cada día los insu-
mos son más caros y el costo de las cosechas son menores.
Necesitamos apoyarlos. Felicidades. Muchas gracias.
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El diputado José Everardo López Córdova (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido a la curul del diputado José López.

El diputado José Everardo López Córdova (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. En el mismo sentido, sumarme a
las felicitaciones del diputado Exaltación González, y pe-
dirle se nos permita suscribir, ya que representamos al es-
tado de Sonora que, sin duda, es un estado agrícola y ga-
nadero.

El diputado Juan Alberto Blanco Zaldívar (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul del diputado Juan Blanco.

El diputado Juan Alberto Blanco Zaldívar (desde la cu-
rul): Qué tal, presidente diputado. Para pedirle también al
diputado que nos haga el favor de permitirnos sumarnos a
su propuesta.

También en el estado de Chihuahua ahorita tenemos un
problema muy fuerte, los agricultores tienen tomados va-
rios puestos, varios tramos de ferrocarril en el municipio de
Ahumada, en el municipio de Cuauhtémoc, en el de Deli-
cias, precisamente reclamando precios justos a sus produc-
tos hidrocarburos a precio de mercado, y yo creo que ésta
es una propuesta que tenemos que llevar pronto a buen tér-
mino. Nuestro medio agrícola y ganadero está verdadera-
mente descuidado, desatendido y tiene una serie de asuntos
que les están haciendo mermar el mercado. Estamos con la
propuesta del diputado.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado. Queda a su disposición de
la Secretaría, para suscribir la misma.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por cinco minutos el
diputado Waldo Fernández González, del Grupo Parlamen-
tario del PRD, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 226 de la Ley General de Sa-
lud. Un momento, por favor, diputado. Adelante, diputado.

El diputado Waldo Fernández González: Con su permi-
so, señor presidente. Hoy presento ante esta soberanía una
iniciativa con proyecto de decreto para que los medica-
mentos a que se refiere el artículo 226 de la Ley General de
Salud puedan ser prescriptos por unidades adquiridos a
granel y distribuidos por farmacias que cuenten con la
acreditación de la autoridad sanitaria.

Dichos medicamentos deberán ser empaquetados en enva-
ses que contengan como mínimo la siguiente información:
denominación genérica, nombre del paciente, datos del
médico que prescribe, datos de la farmacia que expende,
forma de ser administrado, lote y fecha de caducidad.

Esta propuesta parte de un diagnóstico sobre la dinámica
demográfica en nuestro país, del análisis concreto de los al-
tos costos de los medicamentos, del estudio sobre el im-
pacto económico que tiene sobre las familias adquirir las
medicinas que necesitan. Y parte del hecho de que millo-
nes de personas deben comprar los medicamentos porque
no los encuentran o no se tienen en los diferentes servicios
de salud que ofrecen las instituciones.

Tenemos una problemática relacionada con la producción,
comercialización y precios de los medicamentos, así como
derivada de su presentación comercial.

Al mismo tiempo, y según datos de la Encuesta Nacional
de Salud, en medicina ambulatoria 65.2 por ciento de las
personas encontraron su medicamento en el lugar en don-
de les dieron la receta. Esto significa que el resto tuvo que
comprarlo, y además ocurre que debe comprar el paquete
de medicina completo aunque no necesite todo el medica-
mento.

También sucede que cuando se surte la receta en una insti-
tución de salud pública se otorgan medicamentos en canti-
dades innecesarias, hasta el punto en que se tiene una far-
macia en casa.

En los años por venir y ante el proceso de envejecimien-
to de la población y la prevalencia de otra seria de enfer-
medades los gastos médicos tenderán a incrementarse, lo
que nos obliga como legisladores a plantear soluciones
que beneficien a las personas y que garanticen el derecho
constitucional de la salud, a partir de acercar medicamen-
tos a las personas que los necesitan, en especial para los
nueve millones de mexicanos sin protección de servicios
de salud.



Es necesario considerar que millones de personas enfren-
tan y enfrentaran en el futuro enfermedades crónico-dege-
nerativas que les supondrán un gasto permanente. Ocurre
que los gastos catastróficos y la descapitalización son re-
currentes para los hogares de nuestro país, más aún si se
considera el incremento en los precios de medicamentos en
los últimos años para tratar enfermedades como cáncer, he-
patitis, diabetes, nefropatologías y VIH Sida. Lo anterior,
sin desestimar los efectos en los precios que tienen las pa-
tentes y otra serie de contradicciones que hace años se
plantearon en la Cumbre de Doha.

Ante esta situación, que es común a diferentes países, la
Organización Mundial de la Salud diseñó una lista básica
de necesidades de medicamentos mínimos para un sistema
básico de salud, enumerando los medicamentos más efica-
ces, seguros y rentables para condiciones prioritarias.

En ese marco, se considera necesario realizar cambios a la
Ley General de Salud para que puedan otorgarse medica-
mentos a granel, de conformidad con la lista de medica-
mentos que elaboró la Organización Mundial de la Salud.

Los medicamentos son bienes básicos y públicos, por ello
debemos encontrar fórmulas que medien entre el derecho
humano a la salud, que debe garantizar el Estado, y las di-
námicas económicas de la industria de la medicina.

En nuestro país, de cada 100 pesos que se gastan en salud,
65 corresponden a la adquisición de medicamentos y mate-
riales de curación.

Un estudio que se cita en esta iniciativa muestra que dis-
pensar medicamentos en dosis unitarias en las unidades
hospitalarias del Instituto Mexicano del Seguro Social pue-
de generar beneficios económicos considerables, derivados
de los ahorros potenciales del manejo, uso y distribución
racional y especializada de los medicamentos que se pres-
criben a los pacientes internos.

Se trata de que todos podamos acceder a medicamentos a
granel, pues con ello se generarán ahorros públicos, lo cual
contribuirá a enfrentar la crisis financiera que experimen-
tan los sistemas de seguridad social y salud a población
abierta, en sus diferentes modalidades a lo ancho de nues-
tro país.

El carácter público de las finanzas de las instituciones de
seguridad social y de salud en general, muestra la necesi-
dad de que los medicamentos se utilicen con racionalidad

y apego a tratamientos necesarios. Lo que no puede preva-
lecer es que los hogares de menores ingresos sean los que
más gasten en medicamentos, y que además sean los que
compren las medicinas más caras. Lo que no puede preva-
lecer, ante todo, es el desperdicio, los inventarios innecesa-
rios, la obligación de comprar lo que no se va a utilizar, el
marco negro de medicinas y la automedicación.

Por eso hoy se propone una breve reforma que generará
una ruta amplia de acceso a los medicamentos con benefi-
cios claros e inmediatos para la economía de las personas,
de las instituciones de salud pública y en sí, para la ciuda-
danía en su conjunto. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 226 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Waldo Fernández González,
del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
2012, el 92 por ciento de los utilizadores de servicios de
consulta médica ambulatoria recibieron una prescripción
de medicamentos. De ellos, 65.2 por ciento reportó haber
conseguido todos sus medicamentos en el mismo sitio de la
consulta.

Esta situación obliga a los pacientes a pagar el medica-
mento que no encontró en su unidad de salud, ello ha pro-
vocado que el paciente tenga que realizar gastos por dosis
extras que no están prescritas por el profesional de la salud.
Es decir, cada familia tiene una farmacia en su casa.

En suma, con esta iniciativa se pretende reformar la Ley
General de Salud, a efecto de hacer posible una nueva po-
lítica en materia de medicamentos, que tendrá como pro-
pósito que la adquisición de medicinas no sea tan onerosa,
tanto para las familias mexicanas, así como para que el
gasto por parte de las instituciones públicas en este rubro
se vea favorecido.

Argumentos

De acuerdo a las proyecciones del Consejo Nacional de Po-
blación, Conapo, en el periodo 2010-2030 los procesos de
adultez y envejecimiento impactaran con mayor intensidad
en las metrópolis, lo que implicará el fortalecimiento de los
servicios médicos así como mayor detección, tratamiento y
prevención de enfermedades crónico-degenerativas.
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Los factores demográficos y epidemiológicos que generan
altos requerimientos de medicamentos en nuestro país son:
aumento en el número de habitantes; sobrevida prolonga-
da; envejecimiento de la población; alto número de enfer-
mos; individuos con varias enfermedades concomitantes;
cronicidad de las enfermedades; frecuentes complicaciones
de enfermedades crónicas y resistencia de los agentes tera-
péuticos.1

La Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2012, muestra
que de los 115 millones de mexicanos, 51.1 millones están
afiliados al Seguro Popular; 43.4 millones al IMSS; 8.3 es-
tán cubiertos por el ISSSTE; 1.2 entre Sedena y Semar y
0.8 millones en Pemex. Lo que significa que habría alrede-
dor de 9 millones de personas sin protección a la salud.

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos, OCDE, en 2012 el gasto de salud
en México representó el 6.2 por ciento de su producto in-
terno bruto, PIB, este porcentaje se encuentra entre los más
bajos de los países de la OCDE, sólo por encima de  Esto-
nia y Turquía y muy por debajo del promedio de los países
miembros.2

Asimismo, este organismo internacional señaló que el gas-
to farmacéutico per cápita en 2012 fue de 70 dólares, mien-
tras que el promedio de la OCDE fue de 498 dólares, lo que
lo ubica en el último lugar de los países integrantes de es-
te organismo.

Por otro lado, el gremio de farmacias en México está re-
presentada por 2 mil establecimientos, de ellos, 80 por
ciento son Pyme, siendo el mayor empleador que hay en la
cadena farmacéutica, y 20 por ciento corresponde a un for-
mato que en los últimos años ha tenido un crecimiento muy
importante, el de las cadenas y los autoservicios que ma-
nejan 40 por ciento de la venta nacional, el otro 60 por
ciento lo manejan 16 mil farmacias en la República Mexi-
cana.3

En México, cuando un medicamento sale de fábrica de la-
boratorio cuesta 61 pesos, y va a tener un techo de 100 pe-
sos. Esto ubica un margen para el distribuidor del 19 por
ciento y un margen para el detallista del 21 por ciento.

Algunos de sus efectos es que se propicia un fenómeno dis-
criminatorio, pues 60 por ciento de la población que tiene
menos ingresos paga por los medicamentos un precio ma-
yor y 40 por ciento tiene acceso a precios preferenciales,

esto obedece al esquema de condiciones de comercializa-
ción que se maneja en el mercado.

Los países desarrollados, que son mercados consolidados,
lo hacen exactamente al revés: en lugar de comercializar de
arriba hacia abajo, van de abajo hacia arriba, es decir, sa-
liendo de fábrica el medicamento, se ubica un margen al
mayoreo, que es menor al margen del detallista.

México es el paraíso para las prácticas desleales: en otros
países está prohibido jugar dos roles, el de distribuidor y el
de cadenero de farmacias, aquí se es distribuidor y se apro-
vecha para manejar situaciones preferenciales en la cadena
de farmacias.

Para 2012 las principales causas de muerte en ambos se-
xos, fueron: Diabetes mellitus 72.7 defunciones; enferme-
dades isquémicas del corazón 63.3; enfermedad cerebro-
vascular 27.3 y cirrosis y otras enfermedades crónicas del
hígado 24.7.4

En nuestro país el incremento dramático en los tratamien-
tos relacionados con las enfermedades crónico-degenerati-
vas ha provocado una descapitalización en los bolsillos de
nuestra población.

Tan sólo, los medicamentos oncológicos aumentaron 37
por ciento durante 2010, el caso de los antirretrovirales 43
por ciento, los de esclerosis múltiple 61 por ciento y los re-
lacionados con hepatitis 32 por ciento esto representa una
tremenda carga tanto para el sector público como para el
paciente.

Es por ello, que la Organización Mundial de la Salud ha di-
señado una lista básica de necesidades de medicamentos
mínimos para un sistema básico de salud, enumerando los
medicamentos más eficaces, seguros y rentables para con-
diciones prioritarias.5

Consideramos necesario, cambios a la Ley General de Sa-
lud para que se pueda otorgar medicamentos a granel, de
conformidad con la lista de medicamentos que elaboró la
Organización Mundial de la Salud.

El artículo 4 Constitucional en su párrafo segundo, señala
que:

“Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a



los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución”.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su
artículo 25.1., menciona que:

“Todo individuo tiene derecho a un nivel de vida ade-
cuado para mantener su salud y la de su familia, inclu-
yendo comida, vestido, vivienda y servicios médicos y
sociales”

Pacto Internacional en derechos económicos, sociales y
culturales, en su artículo 12, establece que:

1. Los Estados parte en el presente Pacto reconocen el
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel
posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados
Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad
de este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortali-
dad infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la hi-
giene del trabajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermeda-
des epidémicas, endémicas, profesionales y de otra
índole, y la lucha contra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos
asistencia médica y servicios médicos en caso de en-
fermedad.

Podemos observar, que estos mandatos son claros y ponen
especial énfasis en los derechos a la salud que tiene todo
individuo.

A nivel internacional, tal es la preocupación en el precio de
los medicamentos, que los días 2 y 3 de septiembre del pre-
sente año se llevó a cabo en Santiago de Chile una reunión
convocada por la Organización Panamericana de la Salud
así como por la Organización Mundial de la Salud, al cual
nuestro país estaba convocado, para debatir sobre el im-
pacto de incorporar medicamentos de alto costo en el sec-
tor salud en los países de mediano y bajos ingresos en

América Latina y el Caribe: además de temas como trans-
parencia en los precios de los medicamentos en el mercado
internacional, el estímulo a la competencia de mercado y el
impacto a los tratados de libre comercio.6

Carmen Castillo Taucher ministra de salud de Chile, seña-
ló que: “los medicamentos son bienes esenciales para la sa-
lud pública y corresponde a los gobiernos velar por su ade-
cuado acceso, calidad y uso racional”.

En lo que se refiere a nuestro país, los hogares pagaron al-
rededor de 403 mil 623 millones de pesos en la adquisición
de bienes y servicios de salud durante el año 2013. Cabe
destacar, que por cada 100 pesos de gasto en salud de es-
tos, 65 corresponden a la adquisición de medicamentos y
materiales de curación; 15.9 pesos se erogan en consultas
médicas; 6.9 pesos se gastan en servicios hospitalarios; 4.5
pesos se destinan a bienes de apoyo como jabones y desin-
fectantes; 4.4 pesos en laboratorios, ambulancias, servicios
de enfermería a domicilio y el cuidado de enfermos en re-
sidencias; y 3.3 pesos en servicios de apoyo como los se-
guros médicos privados, la investigación y desarrollo para
el cuidado de la salud.7

Desafortunadamente entre los hogares más pobres que in-
curren en gastos catastróficos, los gastos en medicamentos
constituyen el componente más relevante.

Por otro lado, los resultados de la Encuesta Nacional de In-
gresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) 2008, arrojaron
que los deciles de menores ingresos dedican un mayor por-
centaje de su gasto en salud a la compra de medicamentos,
tan sólo el decil I gasta el 16.99 por ciento y el II el 15.83
por ciento mientras que el X gasta el 9.90 por ciento. 

La norma oficial mexicana NOM-008-SSA3-2010, para el
tratamiento integral del sobrepeso y la obesidad, define al
medicamento a granel, a todo aquel medicamento genérico
o de patente que se encuentra en su forma farmacéutica de-
finitiva y fuera de su envase original.

Existen diversas ventajas de prescribir los medicamentos
en dosis unitarias, pues el paciente se debe ajustar a lo que
se debe consumir; se tiene un mayor control y seguimiento
de los medicamentos; se presentará una menor automedi-
cación y por tanto menor resistencia a los antibióticos; se
desestimulará el mercado negro de medicinas y también re-
presentará un ahorro importante para las familias mexica-
nas, ya que al adquirir únicamente la dosis exacta y no más
ello se reflejará significativamente en sus bolsillos.
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Los beneficios de permitir la prescripción por dosis unita-
ria en nuestro país, no únicamente se reflejará en los pa-
cientes, sino que de igual forma tendrá un impacto positi-
vo en instituciones de seguridad social, como el Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Un artículo elaborado por personal del IMSS denominado
“Beneficios económicos del uso de un sistema de dispen-
sación en dosis unitarias en hospitales del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social”,8 destaca lo siguiente: en el IMSS
prevalece un sistema tradicional de dispensación de medi-
camentos a nivel hospitalario y también el sistema de dis-
tribución por inventarios o de stock. Señala que el sistema
de dispensación de medicamentos por dosis unitarias en las
unidades hospitalarias, consiste en incorporar una farmacia
hospitalaria en donde un especialista como el farmacéutico
se encarga de revisar y preparar las dosis de medicamentos
que se han de suministrar a los pacientes internos con base
en la receta del médico tratante, así como de disponerlas en
empaques personalizados por un día.

Uno de los resultados que arrojó el estudio contenido en el
artículo que se cita párrafo arriba, es que la dispensación de
medicamentos por dosis unitaria en las unidades hospitala-
rias del IMSS puede generar beneficios económicos consi-
derables, derivados de los ahorros potenciales de un mane-
jo, uso y distribución racional y especializada de los
medicamentos que se prescriben a los pacientes internos,
contribuye a reducir los errores de medicación, fortalecien-
do la seguridad del paciente al dispensar las dosis adecua-
das, lo que evita confusiones o sobredosis que pongan en
riesgo su vida; asimismo contribuye a evitar el desperdicio
e inventarios innecesarios que pueden provocar pérdidas
en medicamentos a causa del vencimiento, fugas o dispen-
dio.9

Aunque este estudio está enfocado únicamente a la pres-
cripción de medicamentos a pacientes que se encuentran
hospitalizados, la meta sería que se expandiera a todos los
pacientes estén o no estén hospitalizados, pues así el nivel
de ahorro en la adquisición de medicamentos será notable-
mente mayor, lo que coadyuvará sin duda alguna a paliar la
crisis económica por la que atraviesan los sistemas de se-
guridad social en nuestro país.

Por otro lado, el acuerdo 42.1336.2012 de la junta directi-
va, relativo a la aprobación del  Reglamento para el Surti-
miento de Recetas y Abasto de Medicamentos del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del

Estado, señala en el artículo 3, fracción XXII, lo siguiente:

XXII. Receta colectiva. El formato autorizado por la
Dirección Médica, que debe requisitar el coordinador o
jefe del servicio médico hospitalario de una Unidad Mé-
dica para surtir Medicamentos por la farmacia del hos-
pital y aplicarlos en el tratamiento de los pacientes en
las áreas hospitalarias; o en las Unidades Médicas que
dotan a las Unidades de Medicina Familiar y Consulto-
rios Auxiliares que otorgan al derechohabiente medica-
mentos a granel, esto es, sin envase o sin empaquetar y
que deberá ser soportado por las prescripciones que ca-
da médico tratante reporte.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 77 y 78 y demás relativos y aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un último párrafo al ar-
tículo 226 de la Ley General de Salud

Único. Se adiciona un último párrafo al artículo 226 de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 226. Los medicamentos, para su venta y suminis-
tro al público se consideran:

I. a VI. …

…

Los medicamentos a que se refieren las fracciones
del presente artículo podrán en su caso ser prescritos
por unidades, adquiridos a granel y distribuidos por
farmacias que cuenten con la acreditación de la au-
toridad sanitaria. Dichos medicamentos deberán ser
empaquetados en envases que contengan como míni-
mo la siguiente información: 

a) Denominación Genérica;

b) Nombre del paciente;

c) Datos del médico que prescribe;



d) Datos de la farmacia que expende;

e) Forma de ser administrado;

f) Lote; y

g) Fecha de caducidad.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Situación del Sector Farmacéutico en México, Comité de Competiti-
vidad, Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública, México,
D.F., 15 de diciembre de 2010.

2 Estadísticas de la OCDE sobre salud 2014 México en comparación,
puede consultarse en: http://www.oecd.org/els/health-systems/Brie-
fing-Note-MEXICO-2014-in-Spanish.pdf

3 Pascual Feria Antonio, Garantía de abasto en la farmacia, pp. 137

4 Ganancias y pérdidas en la esperanza de Vida por enfermedades re-
lacionadas con el sobrepeso y la obesidad, Cuadro 2, Principales cau-
sas de muerte para ambos sexos en 2000 y 2012, pp. 55.

5 Puede consultarse en:

http://www.who.int/medicines/publications/essentialmedicines/EML2
015_8-May-15.pdf

6 Información disponible en: http://www.paho.org/HQ/index.php?op-
tion=com_content&view=article&id=11182%3Aimprove-access-to-
strategic-and-high-cost-medicines&catid=740%3Anews-press-relea-
ses&Itemid=1926&lang=es

7 Información disponible en: http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/
aproposito/2015/salud0.pdf

8 Disponible en: http://bvs.insp.mx/rsp/articulos/articulo.php?id=
002972

9 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Waldo Fernández González, Ana Guadalupe Perea Santos,

Blanca Margarita Cuata Domínguez, Blandina Ramos Ramírez, Ceci-
lia Guadalupe Soto González, Cuitláhuac García Jiménez, Delfina Gó-
mez Álvarez, Guadalupe Hernández Correa, Laura Beatriz Esquivel
Valdés, María del Rosario Rodríguez Rubio, Mariana Trejo Flores, Pa-
tricia Elena Aceves Pastrana, Roberto Guzmán Jacobo, Sandra Luz
Falcón Venegas (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Fernández. Diputado Fer-
nández, solicita la diputada secretaria, Guadalupe Perea, si
es aceptada su solicitud de adhesión.

El diputado Waldo Fernández González (desde la curul):
Sí.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Ha dicho que sí.

La diputada Patricia Elena Aceves Pastrana (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido a la curul de la diputada Patricia Ace-
ves.

La diputada Patricia Elena Aceves Pastrana (desde la
curul): Felicito al diputado Fernández por su iniciativa y
quisiera pedirle su anuencia para para adherirme.

El diputado Waldo Fernández González (desde la curul):
Adelante, diputada.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Así lo ha expresado ya, queda a su disposición
de esta Secretaría para las adhesiones correspondientes.
Túrnese a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, por cinco minutos, el dipu-
tado Rafael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamentario
del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 28 y 29 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental.

El diputado Rafael Yerena Zambrano: Con su venia, se-
ñor presidente. La Ley Federal de Responsabilidad Am-
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biental de reciente expedición ha significado un gran avan-
ce en el cuidado del medio ambiente, pues ha venido a es-
tablecer el proceso ex profeso para la reparación de daños
ocasionados al ambiente.

Todos los habitantes de este país tenemos el derecho de
disfrutar de un medio ambiente sano, pero también todos
tenemos la obligación de no causar daños ecológicos en
nuestro entorno.

Esta ley sienta las bases para llevar a cabo los procedi-
mientos y aplicar las sanciones que correspondan a quienes
dañen y causen perjuicios al ambiente. Asimismo se ha es-
tablecido el derecho que tienen las organizaciones de la so-
ciedad civil protectora del medio ambiente a participar e
interponer acciones judiciales para investigar daños causa-
dos al ambiente en general ya que se le reconoce su interés
legítimo.

No obstante, consideramos que los requisitos establecidos
en el artículo 28 de esta ley para organizaciones sociales
son restrictivos en la medida de que condicionan el derecho
de acceso a la justicia y a un medio ambiente sano. Esto ha
sido calificado como violatorio de garantías en la primera
sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el am-
paro en revisión 501/2014. En este juicio la primera sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación señalo que re-
sultaron inconstitucionales las normas que desalienten e in-
hiban la promoción y condición injustificadamente el acce-
so a un derecho fundamental en virtud de que el artículo 28
vigente, impone restricciones para las organizaciones pro
ambientales para demandar el resurgimiento y compensa-
ción de daños causados al medio ambiente, pues les exige
la antigüedad de tres años al interponer la demanda, así co-
mo la representación de un habitante de la comunidad o
que resienta el daño ambiental.

En ese sentido el órgano de nuestro máximo tribunal deter-
minó que toda vez que en el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles se establecen los mecanismos de repara-
ción por daños ambientales en las denominadas acciones
colectivas señalando el requisito contar solamente con un
año de haberse constituido.

Por lo anterior venimos a proponer la eliminación de estos
dos requisitos, pues con la imposición de estos no se pro-
mueve el derecho de acceso a la justicia y no se aseguran
los mecanismos que garanticen su cumplimiento y goce.

Este requisito para la procedencia de las demandas presen-
tadas por las organizaciones civiles, inhibe las acciones pa-
ra la protección del medio ambiente y por lo tanto limita la
participación de cientos de asociaciones civiles pro-am-
bientales.

Es por ello que se propone homologar la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental en el Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles para que se elimine la restricción de
tres años de antigüedad a las ONG y de cualquier persona
moral cuyo objeto sea el cuidado del medio ambiente, ya
que con ello no sólo se estará armonizando nuestro sistema
de reparación de daños ambientales, sino que también se
estará cumpliendo con los principios que protegen el ejer-
cicio de los derechos humanos, como es el acceso a la jus-
ticia y el goce, disfrute de un medio ambiente sano. Es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 28 y 29 de la Ley Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental, a cargo del diputado
Rafael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Rafael Yerena Zambrano, y los suscritos dipu-
tados, María Esther de Jesús Scherman Leaño, Laura Vale-
ria Guzmán Vázquez, Laura Nereida Plascencia Pacheco,
Martha Lorena Covarrubias Anaya, Ramón Bañales Arám-
bula, Hugo Daniel Gaeta Esparza, José Luis Orozco Sán-
chez Aldana, Francisco Javier Santillán Oceguera y Jesús
Zúñiga Mendoza, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6o.,
fracción I, del numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración de esta sobe-
ranía la siguiente iniciativa que contiene proyecto de de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones a la Ley
Federal de Responsabilidad Ambiental, con fundamento en
la siguiente

Exposición de Motivos

El 7 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental
cuyo contenido sustantivo es el de regular la responsabili-
dad ambiental por daños ocasionados al ambiente, para res-
petar el derecho constitucional a un medio ambiente sano
para el desarrollo y bienestar de los individuos, tutelado en
el artículo 4o. de nuestra Carta Magna.



Esta ley señala que se consideran de utilidad pública la re-
paración del daño ocasionado al ambiente y la compensa-
ción ambiental, señalando un procedimiento de responsa-
bilidad ambiental que es de orden público e interés social.
Esta norma ha sentado las bases para aplicar las sanciones
que correspondan a quienes dañen y causen perjuicios al
entorno ambiental.

Asimismo este cuerpo normativo ha establecido el derecho
que tienen las organizaciones de la sociedad civil protecto-
res del medio ambiente, a participar e interponer acciones
judiciales para investigar daños causados al ambiente en
general, ya que se les reconoce su interés legítimo.

En este sentido la Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental, prescribe un proceso tendente a la protección del
medio ambiente, con la finalidad de garantizar el acceso a
los tribunales federales para conseguir un verdadero resar-
cimiento de los daños en beneficio del bien jurídico tutela-
do que es el medio ambiente.

No obstante, consideramos que los requisitos establecidos
en el artículo 28 de esta ley para las personas morales son
restrictivos, en la medida de que condicionan el derecho de
acceso a la justicia y a un medio ambiente sano. Esto ha si-
do calificado como violatorio de garantías por la Primera
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el am-
paro en revisión 501/2014.

De este modo, el órgano del máximo tribunal recurriendo a
la exégesis de la norma, resaltó que en la exposición de
motivos de la ley se aduce a la necesidad de crear un siste-
ma de responsabilidades ambiental, no sólo por el reclamo
de reparación de daños ocasionados al entorno, sino funda-
mentalmente por la demanda social de participación direc-
ta en la tutela del ambiente, por lo que la norma busca el
acceso efectivo y sin intermediación a los tribunales del
Poder Judicial, así como la participación activa de éste en
la resolución de los conflictos ambientales.

Así pues, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación señaló que resultaron inconstitucionales las
normas que desalienten e inhiban la promoción y condicio-
nen injustificadamente el acceso a un derecho fundamen-
tal, en virtud de que el artículo 28, fracción II, y el segun-
do párrafo de dicho numeral imponen restricciones para las
organizaciones proambientales para demandar el resarci-
miento y compensación de daños causados al medio am-
biente.

Esta restricción consistente en que las organizaciones de-
ben haber sido constituidas tres años anteriores a la pre-
sentación de la demanda, lo cual limita el acceso a la justi-
cia a las organizaciones, toda vez que por analogía de razón
ya estaban facultadas para actuar por el Código Federal de
Procedimientos Civiles, en el sentido de que se establecen
los mecanismos de reparación por daños ambientales en las
denominadas acciones colectivas, en virtud de este cuerpo
normativo sólo señala el requisito de contar con un año de
haberse constituido.

Con base en el estudio de los agravios planteados, la Pri-
mera Sala concluyó que sí existe la inconstitucionalidad
que se realiza a partir de analizar lo dispuesto en el artícu-
lo 28, primer párrafo, fracción II, y segundo párrafo, de la
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental con lo previsto
en los artículos 4 y 17 de la Constitución; así como el 25
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; en
virtud de que restringe la posibilidad de los ciudadanos de
ejercer de forma plena un derecho de acción en protección
del medio ambiente, pues con la imposición de los referi-
dos requisitos no se promueve el derecho y no aseguran los
mecanismos que garanticen su cumplimiento y goce.

De lo anterior se observa que en el proceso de creación de
esta ley, se estableció un requisito para la procedencia de
las acciones incoadas por las organizaciones civiles sin que
justificara el trato diferenciado, respecto de la legitimación
de las asociaciones civiles, en acciones que tendrán un ob-
jeto similar, como lo es la protección al medio ambiente en
las acciones colectivas.

Resulta oportuno transcribir la consideración hecha por la
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
en la que expuso “que dicho derecho también debe desta-
carse que su interpretación debe concebirse actuando y
funcionando de modo complementario, en una relación de
sinergia, con equilibrio y armonía, pues el orden jurídico es
uno solo con la pretensión de ser armónico; de ahí la exis-
tencia de los principios de interpretación y aplicación sis-
temática, que se orientan a conseguir la unidad, coherencia,
plenitud, eficacia y coexistencia inter-sistémica de los va-
rios bienes jurídicos tutelados, reconociendo la interpreta-
ción de los derechos humanos conforme a los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad, previstos en el artículo 1o. de la Constitución fede-
ral.”1

De acuerdo con el artículo 1o. constitucional, las normas
relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
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formidad con esta Constitución y con los tratados interna-
cionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las
personas la protección más amplia para la protección de los
derechos humanos.

De igual forma este precepto constitucional impone a todas
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, las obli-
gaciones de respetar, promover, proteger y garantizar los
derechos humanos; de ahí que las normas constitucionales
busquen que las autoridades, por regla general, permitan el
goce y disfrute de los derechos y de manera excepcional
puedan imponer alguna restricción.

Atendiendo a todo lo anterior y coincidiendo con lo plan-
teado por la Primera Sala del máximo tribunal acerca de
que el legislador al implementar mecanismos de defensa de
derechos humanos, como lo es el medio ambiente, tiene la
obligación de ser congruente y no imponer obstáculos para
su ejercicio, con la finalidad de no generar incertidumbre
jurídica, venimos a presentar la iniciativa de modificar el
artículo 28, fracción primera y segundo párrafo a fin de do-
tar de coherencia y armonía por medio de la sistematiza-
ción entre los requisitos que prescribe el Código Federal de
Procedimientos Civiles para las acciones colectivas en ma-
teria de protección al ambiente, en virtud de que la Ley Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental impone obstáculos
mayores.

La resolución que sirve de apoyo para la presentación de
esta iniciativa se resume en la siguiente tesis aislada:

“Responsabilidad ambiental. El legislador, al no justifi-
car el trato diferenciado entre la acción prevista en el ar-
tículo 28, párrafos primero, fracción ii, y segundo, de la
ley federal relativa, y la colectiva en la materia a que se
refiere el Código Federal de Procedimientos Civiles,
moduló injustificadamente el núcleo esencial del dere-
cho fundamental de acceso a la justicia. El artículo 17
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos permite al legislador regular los plazos y términos
en los que debe garantizarse el derecho fundamental de
acceso a la justicia; sin embargo, ello no implica que
pueda establecer libremente requisitos que inhiban el
ejercicio del derecho o alterar su núcleo esencial. Ahora
bien, respecto al ejercicio de la acción en materia am-
biental, el legislador estableció, por una parte, las accio-
nes colectivas en el Código Federal de Procedimientos
Civiles como mecanismo para asegurar el acceso a la tu-
tela judicial para defender derechos colectivos o difu-
sos, como lo es el medio ambiente y, por otra, la acción

prevista en la Ley Federal de Responsabilidad Ambien-
tal, conforme a la cual es factible demandar judicial-
mente la responsabilidad ambiental, la reparación y la
compensación de los daños ocasionados al ambiente y
el pago de la sanción económica. Sin embargo, por lo
que toca a esta última, el artículo 28, párrafos primero,
fracción II, y segundo, de la ley citada, establece que las
personas morales privadas mexicanas, sin fines de lu-
cro, deben actuar en representación de algún habitante
de las comunidades adyacentes al daño ocasionado al
ambiente y acreditar que fueron legalmente constituidas
por lo menos tres años antes de la presentación de la de-
manda; en cambio, en las acciones colectivas previstas
en el código aludido, no se imponen dichos requisitos.
De ahí que, atento a la razonabilidad que debe tener la
actividad legislativa al modular los plazos y términos
para un adecuado acceso a la justicia, se concluye que el
legislador, al no justificar el trato diferenciado previsto
en dos acciones que protegen bienes jurídicos similares,
moduló injustificadamente el núcleo esencial del dere-
cho fundamental de acceso a la justicia.2

Amparo en revisión 501/2014. Greenpeace México, A.C. y
otra. 11 de marzo de 2015. Mayoría de tres votos de los
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Me-
na. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ra-
món Cossío Díaz, quienes reservaron su derecho para for-
mular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz.”

Ahora bien, con lo que respecta al artículo 29 de la ley mul-
ticitada, se establece un término para interponer la deman-
da de responsabilidad ambiental, el cual es de 12 años con-
tados a partir del día en que se produzca el daño al
ambiente y sus efectos. Por su parte, la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación advirtió que a par-
tir del estudio hipotético que se realizó de los conceptos de
violación planteados en el mismo amparo en revisión, la
presunción de que la norma podría resultar inconstitucio-
nal, si se llegara a interpretar de alguna forma distinta a la
interpretación conforme, ya que la redacción actual del ar-
tículo 29 de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental,
plantea un imperativo anfibológico, toda vez que por un la-
do indica que el inicio del cómputo debe darse a partir del
momento en que se causen los daños al ambiente y por otro
lado señala también sus efectos.

Ante esta situación y con el fin de evitar interpretaciones
restrictivas, se pretende hacer viable la acción en casos de



daños de carácter continuado, al considerar que dicha pres-
cripción debe contabilizarse, no sólo a partir del momento
que se conozcan los hechos dañosos, sino también cuando
se conozcan sus efectos.

Los daños ocasionados al ambiente, en muchas ocasiones,
no son consecuencia de una sola acción, sino que son pro-
ducto de todo un proceso extendido en el tiempo y en el es-
pacio, sin respetar límites o fronteras políticas ni geográfi-
cas. Estas peculiaridades distintivas tienen especial
importancia en el tema prescriptivo, ya que los efectos de
la contaminación suelen exteriorizarse muy lentamente,
terminando por favorecer a quien o quienes cometen un da-
ño ambiental, ello debido a que paso del tiempo les permi-
tiría insolventarse, ausentarse, o bien desaparecer física o
jurídicamente.3

Ante esta posibilidad, consideramos que la ley debe esta-
blecer claramente el supuesto correcto sobre el momento
en que debe iniciar el cómputo de la prescripción, en el
sentido de que al existir daños de carácter continuado, si-
tuación que lleva a concluir que el plazo para iniciar el
cómputo de la prescripción debe iniciar no sólo a partir de
que se causen, sino a partir de que se conozcan los efectos.

Consideramos que es importante precisar el supuesto nor-
mativo con toda claridad ya que como lo indica el ambien-
talista costarricense Mario Peña Chacón la prescripción de-
be ser reinterpretada a la luz de los principios propios del
derecho ambiental con el fin de evitar a toda costa que la
incertidumbre inherente a la cuestión ambiental y el trans-
curso del tiempo, se conviertan en aliados del contamina-
dor, haciéndolo inmune de recomponer el ambiente degra-
dado e indemnizar los daños y perjuicios ocasionados.4

Por todo lo anterior, se somete a la consideración de esta
honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma la fracción II y el segundo párrafo
del artículo 28; se adiciona un párrafo al artículo 29,
ambos de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental

Artículo 28. Se reconoce derecho e interés legítimo para
ejercer acción y demandar judicialmente la responsabilidad
ambiental, la reparación y compensación de los daños oca-
sionados al ambiente, el pago de la sanción económica, así
como las prestaciones a las que se refiere el presente título
a:

I. …

II. Las personas morales privadas mexicanas, sin fi-
nes de lucro, cuyo objeto social sea la protección al
ambiente en general, o de alguno de sus elementos;

III. …

IV. …

Las personas morales referidas en la fracción II de este
artículo, deberán acreditar que fueron legalmente cons-
tituidas por lo menos un año antes de la presentación de
la demanda por daño ocasionado al ambiente. Asimismo
deberán cumplir por los requisitos previstos por el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles.

Los legitimados…

Artículo 29. La acción a la que hace referencia el presente
título prescribe en doce años, contados a partir del día en
que se produzcan los daños al ambiente.

El mismo término se aplicará a partir de que se tenga
conocimiento de los efectos del daño al ambiente.

Salvo en los casos previstos en los artículos 23 y 28 de la
presente ley, ninguna de las partes será condenada al pago
de gastos y costas judiciales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo en
revisión 501/2014, Engrose, pp. 56-57.

2. Tesis: 1a. CXLVI/2015 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo I, Materia: Constitucional,
p. 456. Esta tesis se publicó el viernes 8 de mayo de 2015 a las 9:30
horas en el Semanario Judicial de la Federación.

3. Centro de Estudios Jurídicos y Ambiental, Daño ambiental y pres-

cripción, consultado en http://www.ceja.org.mx/IMG/pdf/DANO_
AMBIENTAL_Y_PRESCRIPCION._Mtro._Pena.pdf, fecha de con-
sulta 15 de octubre de 2015.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Rafael Yerena Zambrano, José Luis Orozco Sánchez Aldana,
María Esther de Jesús Scherman Leaño, Laura Valeria Guzmán Váz-
quez, Laura Nereida Plascencia Pacheco, Martha Lorena Covarrubias
Anaya, Ramón Bañales Arambula, Hugo Daniel Gaeta Esparza, Fran-
cisco Javier Santillán Oceguera, Jesús Zúñiga Mendoza (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. 

LEY FEDERAL DE TRABAJO

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por cinco minutos, el
diputado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario
del PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo.

El diputado Julio Saldaña Morán: Gracias, presidente.
Diputadas y diputados, el panorama que viven los trabaja-
dores mexicanos es complejo, pues no se han podido re-
solver los problemas de desempleo y la falta de liquidez de
las familias.

Hoy en día 9 millones de mexicanos no gozan de un pues-
to de trabajo que establece, y aquellos que lo tienen, cuen-
tan con prestaciones mínimas y con la incertidumbre de
perder el empleo en cualquier momento sin que el patrón
pueda corresponder por el servicio prestado.

El salario mínimo de los trabajadores mexicanos es de los
más bajos registrados en América Latina. Así lo establece
el mismo Banco de México y la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económico.

También se ha agudizado la problemática que viven jóve-
nes recién egresados de las universidades al no poder colo-
carse en el mercado laboral por la falta de espacio y por el
argumento de no contar con experiencia para desempeñar
un trabajo. Lo mismo pasa con mujeres, adultos mayores y
con personas discapacitadas. 

Es difícil pensar que la reforma laboral solucionara la falta
de empleo si no hay un crecimiento suficiente para el de-

sarrollo del país. Tampoco se resolverá la precarización del
empleo con la subcontrataciones o con contrataciones tem-
porales y de prueba.

Ante esta situación, es importante que desde el Legislativo
se promueva la revocación de esta reforma tan dañina para
los trabajadores y se incentive la premisa de que todo me-
xicano tiene derecho a un trabajo digno, con justa remune-
ración y sobre todo, que satisfagan las necesidades de un
jefe de familia de esta sociedad mexicana.

La incorporación de la subcontratación en la Ley Federal
del Trabajo profundiza la precarización del empleo, los sa-
larios, las prestaciones y representa un golpe de muerte a
los sindicatos, mientras que las modalidades de contrata-
ción a prueba o de capacitación inicial desestabilizan el tra-
bajo y, por ende, los proyectos de vida de los trabajadores,
se legalizan la terminación de la relación de trabajo sin ha-
ber obtenido indemnización alguna, lo que perjudica prin-
cipalmente a jóvenes y mujeres, haciendo imposible acce-
der a una pensión.

De esta manera, diputadas y diputados, la presente iniciati-
va plantea alternativas para no seguir afectando los dere-
chos laborales de los trabajadores y se establecen cambios
en los apartados de subcontratación, contrataciones a prue-
ba y con capacitación inicial.

El proyecto propone que en la subcontratación el contra-
tante y el contratista serán responsables de la seguridad, sa-
lud, medio ambiente, del trabajo y de seguridad social; que
los contratos deberán estipularse por escrito e inscribirse en
la Secretaría del Trabajo y Prevención Social; y que los tra-
bajadores que presenten sus servicios bajo la modalidad de
capacitación inicial y por contratación a prueba tendrán los
mismos derechos y obligaciones que los trabajadores por
tiempo determinado. Ya termino, diputado.

Además fija que el periodo a prueba no podrá extenderse
más de 40 días, mientras que la capacitación inicial tendrá
una duración mínima de tres meses y cuatro para los traba-
jadores en puesto de dirección.

Diputadas y diputados, el espíritu de esta iniciativa es po-
der defender a los trabajadores que en este momento están
careciendo de lo ya mencionado en el texto que ya expre-
sé. Muchas gracias por su atención, diputadas y diputados.
Es cuanto, diputado presidente.



«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Trabajo, a cargo del diputado Julio
Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La reforma laboral aprobada en 2012 fue uno de los mayo-
res cambios que se dio a la Ley Federal del Trabajo; sin
embargo, no ha logrado cumplir los objetivos por los cua-
les se elaboró. De hecho, el panorama que viven los traba-
jadores mexicanos es más complejo y no se ha resuelto el
problema del desempleo.

Argumentos

Nos encontramos frente a una crisis económica y social
donde la reforma laboral no ha logrado resolver los proble-
mas como el desempleo y la falta de liquidez de las fami-
lias mexicanas.

Hoy, 9 millones de mexicanos no gozan de un puesto de
trabajo estable y quienes lo tienen cuentan con prestaciones
mínimas y con la incertidumbre de perder el empleo en
cualquier momento sin que el patrón los indemnice.

El salario mínimo de los trabajadores mexicanos es de los
más bajos registrados en América Latina, así lo establece el
mismo Banco de México y la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos.

También se ha agudizado la problemática que viven jóve-
nes recién egresados de las universidades al no poder colo-
carse en el mercado laboral por la falta de espacios y por el
argumento de no contar con experiencia para desempeñar
un trabajo. Lo mismo pasa con mujeres, adultos mayores y
personas con discapacidad.

Recordemos que al inicio de la administración de Enrique
Peña Nieto se comprometió a generar 1 millón de empleos
anules, la realidad es que en el periodo de 2013-2014 (que
fue la tasa más alta registrada por la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social) se obtuvieron 48 mil empleos mensua-
les por ese año.

Por ello resulta difícil de creer que la reforma laboral solu-
cionará la falta de empleo si no hay un crecimiento sufi-
ciente para el desarrollo del país, tampoco se resolverá la
precarización del empleo con las subcontrataciones o con
contrataciones temporales y de prueba.

Ante este panorama es importante que desde el legislativo
se promueva la revocación de esta reforma tan dañina para
los trabajadores y se incentive la premisa de que todo me-
xicano tiene derecho a un trabajo digno, con remuneración
justa y sobre todo que satisfagan las necesidades de un je-
fe de familia.

Hay temas específicos que afectan directamente a los tra-
bajadores, tal es el caso de los contratos a prueba y las sub-
contrataciones.

La incorporación de la subcontratación u outsorcing en la
Ley Federal del Trabajo profundiza la precarización del
empleo, los salarios, las prestaciones y representa un golpe
de muerte para los sindicatos.

Mientras que las modalidades de contratación bajo contra-
tos de prueba o de capacitación inicial desestabilizan el tra-
bajo y por ende los proyectos de vida de los trabajadores,
se legaliza la terminación de la relación del trabajo sin in-
demnización alguna, lo que perjudica principalmente a jó-
venes y mujeres y hace imposible accedes a una pensión.

Por ello, esta iniciativa tiene como objetivo plantear alter-
nativas para no seguir afectando los derechos laborales de
los trabajadores, razón por la cual se plantan cambios en
los apartados de subcontratación y contrataciones a prueba
y con capacitación inicial.

Fundamento legal

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77,
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la presen-
te

Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 15-A, 15-B, 35 Bis y 34 A de la Ley Federal del Traba-
jo.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 15- A de la Ley
Federal del Trabajo

El trabajo en régimen de subcontratación es aquel por me-
dio del cual un patrón denominado contratista ejecuta obras
o presta servicios con sus trabajadores bajo su dependen-
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cia, a favor del contratante, persona física o moral, la cual
fija las tareas del contratista y lo supervisa en el desarrollo
de los servicios o la ejecución de las obras contratadas.

El contratante y el contratista serán solidariamente res-
ponsables para todos los efectos de esta Ley, incluyendo
las obligaciones en materia de seguridad, salud y medio
ambiente de trabajo y de seguridad social.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 15-B de la Ley
Federal del Trabajo

El contrato que se celebre entre la persona física o moral
que solicita los servicios y un contratista, deberá constar
por escrito e inscribirse en la Secretaria del Trabajo y
Previsión Social.

Artículo Tercero. Se adiciona un párrafo al artículo 35 de
la Ley Federal del Trabajo

Las relaciones de trabajo pueden ser para obra o tiempo de-
terminado, por temporada o por tiempo indeterminado y en
su caso podrá estar sujeto a prueba o a capacitación inicial.
A falta de estipulaciones expresas, la relación será por
tiempo indeterminado.

Por trabajo por tiempo indeterminado discontinuo, de-
be entenderse aquel que se desarrolle de manera per-
manente por temporadas en ciertos periodos del año,
mes, semana o por días, en atención de la naturaleza de
los trabajos o actividades.

Los trabajadores que presenten sus servicios bajo esta
modalidad, tienen los mismos derechos y obligaciones
que los trabajadores por tiempo determinado, en pro-
porción del tiempo trabajado.

Artículo Cuarto. Se reforma el artículo 39-A de la Ley
Federal del Trabajo

En las relaciones de trabajo por tiempo indeterminado o
cuando excedan de ciento ochenta días, podrá establecerse
un periodo de prueba, el cual no podrá exceder de treinta
días, con el único fin de verificar que el trabajador cumple
con los requisitos y conocimientos necesarios para des-
arrollar el trabajo que solicita.

El periodo de prueba a que se refiere el párrafo anterior,
podrá extenderse hasta cuarenta días, solo cuando se trate
de trabajadores para puestos de dirección, gerenciales y de-
más personas que ejerzan funciones de dirección o admi-
nistración en la empresa o establecimiento de carácter ge-
neral o para desempeñar labores técnicas o profesionales
especializadas.

Durante el periodo de prueba el trabajador disfrutará del
salario, la garantía de la seguridad social y de las presta-
ciones de la categoría o puesto que desempeñe, en general
presentará sus servicios conforme a las condiciones ge-
nerales de trabajo que rijan en la empresa a lo que se
estipule respecto a ella en los contratos colectivos. Al
término del periodo de prueba, de no acreditar el trabajo
que satisfacen los requisitos y conocimientos necesarios
para desarrollar las labores, a juicio del patrón con la in-
tervención del sindicato titular del contrato colectivo de
trabajo, y tomando en cuenta la opinión de la Comisión
Mixta de Productividad, Capacitación Mixta de Producti-
vidad, Capacitación y Adiestramiento en los en los térmi-
nos de esta la ley, así como la naturaleza de la categoría o
puesto, se dará por terminada la relación de trabajo, sin res-
ponsabilidad para el patrón. En este caso, la terminación
injustificada de la relación de trabajo se equiparará a un
despido injustificado.

Artículo Quinto. Se reforma el artículo 39-B

Se entiende por relación de trabajo para capacitación ini-
cial, aquella por virtud de la cual un trabajador se obliga a
prestar sus servicios subordinados, bajo la dirección y
mando de patrón, con el fin de que adquiera los conoci-
mientos o habilidades necesarios para la actividad para la
que vaya a ser contratado.

La vigencia de la relación de trabajo a que se refiere el pá-
rrafo anterior, tendrá una duración máxima de tres meses o
en su caso, hasta de cuatro meses solo cuando se trate de
trabajadores para puestos de dirección, gerenciales y de-
más personas que ejerzan funciones de dirección o admi-
nistración en la empresa o establecimiento de carácter ge-
neral o para desempeñar labores que requieran
conocimientos profesionales especializados. Durante ese
tiempo el trabajador disfrutará del salario, la garantía de la
seguridad social y de las prestaciones de la categoría o
puesto que desempeñe, en general prestará sus servicios
conforme a las condiciones generales de trabajo que ri-
jan en la empresa o a lo que se estipule respecto a ella



en los contratos colectivos. Al término de la capacitación
inicial, de no acreditar competencia el trabajador, a juicio
del patrón con la intervención del sindicato titular del
contrato colectivo de trabajo, tomando en cuenta la opi-
nión de la Comisión Mixta de Productividad, Capacitación
y Adiestramiento en los términos de esta ley, así como la
naturaleza de la categoría o puesto, se dará por terminada
la relación de trabajo, sin responsabilidad para el patrón.
En este caso, la terminación injustificada de la relación de
trabajo se equiparará a un despido injustificado.

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputado Julio Saldaña Morán (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Saldaña. Túrnese a la
Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

Contamos con la presencia de los alumnos de la escuela de
nivel medio superior de la Universidad de Guanajuato, con
sede en San Luis de la Paz, al frente del grupo la licencia-
da Luisa Manríquez Huerta y la licenciada Esperanza Gar-
cía Flores, invitadas por el diputado Timoteo Villa Ramí-
rez, del distrito 1 de Guanajuato. Sean todos ustedes
bienvenidos.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por cinco minutos el
diputado Daniel Torres Cantú, del Grupo Parlamentario del
PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 3o y 32 de la Ley General de Desa-
rrollo Social.

El diputado Daniel Torres Cantú: Gracias, diputado pre-
sidente. Con su permiso. Compañeros diputados, la inicia-
tiva que voy a presentar ante esta Cámara, ante la asam-
blea, va enfocada a la Ley General de Desarrollo Social. 

Tenemos una desigualdad en la repartición de los apoyos
en materia de desarrollo social porque todos los programas

están enfocados en los polígonos de pobreza, y en un prin-
cipio podríamos decir que está correcto que se combata la
pobreza en estos polígonos de pobreza, pero mi propuesta
va enfocada a que podamos adicionar un párrafo tercero en
el artículo 3o de la Ley General de Desarrollo Social y un
párrafo al artículo 32 de la misma ley, para establecer el
principio de universalidad que está consagrado en la Cons-
titución en la reforma de 2011, el artículo 1o, donde todo
ciudadano debe tener derecho a todos estos programas que
el gobierno emprende por lo largo y ancho de nuestro país.

Quiero comentar que esta preocupación emana de lo que
está sucediendo en la población. Aquellas colonias, aque-
llos sectores, aquellos segmentos de la población que no
viven en ese polígono de pobreza en automático no tienen
la posibilidad de poder acceder a un programa de gobierno
de apoyo asistencial.

Qué pasa con esa madre de familia que es viuda, que es di-
vorciada, que es discapacitada, que es discapacitado, aque-
lla madre que tiene un hijo discapacitado pero vive en una
colonia que su casa mide más de 100 metros de construc-
ción. Está fuera de las reglas del polígono de pobreza y no
tiene este apoyo del gobierno.

¿Por qué presento esta iniciativa? Porque estamos violan-
do este principio de universalidad, porque tenemos que ha-
cer que todos tengan derecho mientras tengan esa necesi-
dad, y por eso me di a la tarea de revisar esta ley y ver qué
es lo que está sucediendo a la hora de aplicar estos progra-
mas.

Las reglas de operación permiten únicamente a los estados
hacer alguna excepción para poder llegar a esta gente que
tiene esta condición de necesidad, pero hoy con esta ini-
ciativa vamos a poder de origen, en el marco legal, poder
tener esta condición de que solamente el 70 por ciento de
estos apoyos en materia de desarrollo social puedan ser di-
rigidos a un solo segmento de la población.

¿Qué sucede? Si hemos bajado los índices de pobreza en
muchos estados, pero hay estados que no tienen la misma
suerte, por nombrar algunos, estados como Chiapas, Oaxa-
ca, Guerrero, Puebla y Veracruz han disminuido sus nive-
les de pobreza, igualmente Campeche, Colima, Guanajua-
to, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Nayarit, Querétaro, San
Luis, Sinaloa, Tabasco, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas. Pe-
ro no corren con la misma suerte otros estados, que por en-
de tienen una condición se supone que más favorable, pero
al mismo tiempo, al momento de no tener esta oportunidad
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de que le lleguen los apoyos, pues simplemente ahí crecen
los pobres, aunque estemos disminuyendo en los polígonos
de pobreza, y es por eso que me di a la tarea de presentar
esta iniciativa.

Concluyo haciendo de conocimiento del pleno el proyecto
de decreto, y sería adicionar una fracción XI al artículo 3o.
y un segundo párrafo al artículo 32, ambos de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social.

En la fracción XI del artículo 3o. La universalidad garanti-
za el reconocimiento inherente a toda persona de gozar los
derechos sociales consagrados en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y su acceso pleno al de-
sarrollo social.

Y el artículo 32. En ningún caso se podrá destinar más del
70 por ciento de los recursos de un programa social exclu-
sivamente a la población de las zonas de atención priorita-
ria.

Compañeros diputados, tenemos que legislar para todos y
todas las mexicanas y mexicanos de este país, para que to-
dos aquellos que tengan esta necesidad de ser apoyados
con estos programas de desarrollo social no tenga una li-
mitante al marco legal y que podamos cambiar esas vidas
que tanto esperan de nosotros. Es cuanto, compañeros
diputados.

«Iniciativa que reforma los artículos 3o. y 32 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo del diputado Daniel To-
rres Cantú, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Daniel Torres Cantú, diputado integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como 55, fracción II, y 56 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se adiciona una fracción XI al
artículo 3o. y un segundo párrafo al 32, ambos de la Ley
General de Desarrollo Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional de 2011 en materia de derechos
humanos en México ha significado un cambio de paradig-

ma sin precedente desde la promulgación del texto funda-
mental en 1917. La resolución del Caso Radilla a partir de
la sentencia de la Corte Interamericana es uno de los pre-
cedentes más emblemáticos dictados por la Suprema Corte
de Justicia de la Nación1 que ha replanteado un papel más
activo y dinámico no sólo para los operadores jurídicos, si-
no también en la labor legislativa por la forma en que se di-
señan y configuran el resto de los ordenamientos jurídicos
que desarrollan los derechos civiles, políticos, culturales y
sociales. El replanteamiento del esquema constitucional a
la luz de los principios interpretativos de universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad potenciali-
zan y maximizan los derechos humanos reconocidos tam-
bién en los instrumentos internacionales.

El anterior esquema basado en los principios interpretati-
vos de los derechos humanos proporciona grandes alicien-
tes para poner al día y a la vanguardia los ordenamientos
jurídicos que tradicionalmente han permanecido intocados
por esquemas tradicionalistas, estrechos, carentes de visión
y reducidos al ámbito interpretativo nacional y soslayando
el importante papel del derecho internacional en la última
década en nuestro país2. En el sector de la doctrina, han si-
do constantes las críticas en el sentido de brindar efectivi-
dad a todos los derechos humanos por igual sin distinción
alguna y protegiendo a todas las personas.

Un auténtico estado constitucional al cual aspira el Estado
mexicano debe brindar garantías efectivas para cumplir
con la tercera generación de derechos humanos en la cual
están incluidos los derechos económicos, sociales y cultu-
rales, mismos que, sin duda alguna, son el motor principal
de equilibrio y estabilidad en épocas de crisis económicas
y desigualdad social. Por tanto, para alcanzar la igualdad
material o sustantiva así como la solidaridad3 como valor
de todo estado constitucional es necesario e imprescindible
incorporar criterios estructurales que auxilien a los opera-
dores jurídicos y orientadores para el bienestar y el desa-
rrollo pleno y efectivo de los derechos sociales.

En este sentido, es necesario advertir la importancia que re-
viste el Congreso de la Unión como la institución faculta-
da para orientar y establecer directrices normativas en sal-
vaguarda de los principios democráticos, reserva de ley y
seguridad jurídica, ya que ello pudiera impactar en el rum-
bo que siguen las políticas públicas o la manera en que re-
suelven los tribunales, máxime que se trata de derechos so-
ciales, un ámbito difícil cuyo órgano facultado por
antonomasia para organizar el presupuesto para hacerlos
efectivos es precisamente el parlamento. Dicho de esta ma-



nera, los derechos sociales ya no deben ser normas progra-
máticas4, sino textos vivos que restructuren las graves des-
igualdades que existen en nuestro país y brinden condicio-
nes dignas de vida a sus habitantes.

La igualdad sustantiva tiene su origen en el principio de
justicia social cuyo fundamento puede ser encontrado en la
fórmula de la socialdemocracia, corriente ideológica a la
que se apega la plataforma política del Partido Revolucio-
nario Institucional5, y cuyas posiciones constitucionales
modernas han adoptado hoy en día6. Los derechos sociales
son definidos por la doctrina constitucional especializada
como derechos a prestaciones en sentido estricto, que
consisten en “derechos del individuo frente al estado a al-
go que –si el individuo poseyera medios financieros sufi-
cientes y si encontrase en el mercado una oferta suficiente–
podría obtenerlo también de particulares”7. 

Siguiendo este hilo conductor, los derechos sociales desde
la perspectiva de algunos renombrados autores, representa
una pretensión que sólo puede ser satisfecha mediante la
creación de un aparato destinado a responder a exigencias
en términos de servicio público, por lo que su satisfacción
deja al estado un amplio margen de discrecionalidad sobre
su organización8, pero que constituyen un principio rector
vinculante para los poderes públicos que se traduce en la
cláusula de estado social, sin que ello implique el riesgo de
un paternalismo estatal o pérdida de libertades a costa de
hacer efectivo el valor de la solidaridad9.

Luego entonces, ante los alarmantes indicadores de des-
igualdad económica, y social que aún persisten en el pa-
ís10, es necesario que el estado atienda de manera efectiva
todos los sectores sin distinción alguna, haciendo efectivo
el principio de universalidad de los derechos sociales, ya
que, como diría Ferrajoli, los mismos responden a la pro-
tección de los sectores más débiles de la sociedad11 y su
universalización eliminaría cualquier proliferación de dis-
criminación o privilegios que pudiesen existir. En este con-
texto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha
sostenido que:

“… la defensa de los derechos humanos no sólo atiende
a los derechos civiles y políticos; esta labor abarca ne-
cesariamente las actividades de denuncia, vigilancia y
educación sobre derechos económicos, sociales y cul-
turales, de conformidad con los principios de univer-
salidad, indivisibilidad e interdependencia reconoci-
dos en la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes del Hombre, la Convención Americana, la Car-

ta Democrática Interamericana y por este Tribunal en su
jurisprudencia. En igual sentido se ha expresado la Re-
latora Especial de las Naciones Unidas Sobre la Situa-
ción de los Defensores de los Derechos Humanos, al
concluir que la protección debida a los defensores “no
depende de si la labor principal de los defensores [...] se
centra en derechos civiles y políticos o en derechos eco-
nómicos, sociales y culturales”.12

En sintonía con ello, el pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación ha reconocido el derecho a la subsis-
tencia o procura existencial al reconocer que el conteni-
do esencial del derecho al mínimo vital como el conjunto
de medidas estatales de diversa índole (acciones positivas
y negativas) que permiten respetar la dignidad humana en
las condiciones prescritas por el artículo 25 constitucional,
tomando en cuenta que ese derecho no sólo se refiere a un
mínimo para la supervivencia económica, sino también pa-
ra la existencia libre y digna descrita en la parte dogmática
de la Constitución federal, lo cual en términos de su artí-
culo 1o., resulta concordante con los instrumentos interna-
cionales que son fundamento de los derechos humanos re-
conocidos por la ley suprema. Por ende, es obligación del
estado remover los obstáculos de orden económico y social
que impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva
participación de todos los ciudadanos en la organización
política, económica, cultural y social del país13.

Dicho lo anterior, el máximo tribunal mexicano también ha
determinado que el legislador democráticamente electo
cuenta con un margen de libre configuración en cuanto a
los mecanismos que puede elegir para salvaguardar estos
principios y derechos como la dignidad de la persona y la
procura existencia a través de la garantía de los derechos
sociales14. Con fundamento en lo anterior, es necesario su-
perar el modelo legal que actualmente existe en la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social como directriz de interpretación
de los derechos sociales para transitar hacia la universali-
dad de los mismos, tal y como lo consagra de manera ex-
presa la Constitución federal en su artículo 1, párrafo ter-
cero, y los instrumentos internacionales en materia de
derechos humanos. 

Lo anterior implica dejar de lado las concepciones reduc-
cionistas que se limitaban a interpretar de manera escueta
los derechos sociales hacia grupos focalizados, permitien-
do al Ejecutivo la discrecionalidad o el paternalismo de es-
tado, para sustituirlo por un enfoque gradual, universal,
vanguardista y de tercera generación de derechos eco-
nómicos, sociales y culturales verdaderamente efectivo y
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que no queden sólo en letra muerta, sujeta a la discrecio-
nalidad del aparato de estado15. En consecuencia, la pro-
puesta sometida a su consideración es incorporar la obliga-
ción constitucional contenida en el artículo primero de la
Constitución mexicana e instrumentos internacionales,
consistente en que la política de desarrollo social se suje-
te al principio de universalidad de los derechos huma-
nos, es decir, de todas las personas por igual, sin distinción
de ninguna especie (principio de no discriminación), y a su
vez, crear mecanismos reforzados de garantía, a través del
establecimiento de porcentajes fijos destinados al combate
de zonas de atención prioritaria, favoreciendo el principio
de universalidad en todo momento.

Robustece lo anterior que gran sector de la doctrina se ha
manifestado a favor de la universalidad de los derechos so-
ciales y su aplicación sin distinción alguna16, aunado a los
alarmantes indicadores que advierten sobre la profunda
desigualdad estructural que existe en la sociedad mexi-
cana que no ha alcanzado ser mitigada con el combate fo-
calizado geográficamente de la política social en los úl-
timos años, ya que este último ha tenido por objeto atender
las zonas con mayor rezago, marginación y niveles de po-
breza, pero ha descuidado otras regiones, que si bien no ha-
bían presentado niveles altos de pobreza, esta se ha au-
mentado como consecuencia de la escasa atención de
dichas políticas sociales focalizadas.

Ejemplificando lo anterior, mientras estados pobres como
Chiapas, Oaxaca, Guerrero, Puebla y Veracruz han presen-
tado disminución en sus niveles de pobreza. Otras tantas
entidades como Campeche, Colima, Guanajuato, Hidalgo,
Michoacán, Morelos, Nayarit, Querétaro, San Luís Potosí,
Sinaloa, Tabasco, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas redujeron
sus niveles de pobreza en pobreza alimentaria, de capaci-
dades y patrimonio. En contraste, entidades de menor po-
breza como Aguascalientes, Baja California, Chihuahua,
Distrito Federal, México, Nuevo León, Sonora, Jalisco y
Tamaulipas presentaron aumento en las tres categorías. Por
otra parte, Coahuila y Baja California Sur no presentaron
cambios significativos en cuanto a pobreza de capacidades,
pero si aumentaron en pobreza patrimonial.

Fuente: Políticas públicas en el combate a la pobreza en México 2000-201217

En consecuencia, se propone reformar el artículo 32 para
consignar un mandato de optimización que incluya la pro-
hibición de no más de 70 por ciento de los recursos de un
programa social exclusivamente a la población de las zonas
de atención prioritaria, lo cual, sin duda alguna vendrá a
aliviar y colmar el principio de universalidad, pero sin
afectar de manera desproporcional o innecesaria otros
bienes constitucionales de igual envergadura, así como la
actuación de la Secretaría de Desarrollo Social y el propio
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social (Coneval), encargado de generar indicadores
confiables para llevar a cabo el combate a la pobreza en di-
cha secretaría.

Es urgente cambiar la dinámica actual de los principios
mediante los cuales se aplican las políticas públicas en ma-
teria social, no soslayando aquellas zonas que no perte-
nezcan a una región o regiones sumidas en niveles más al-
tos de pobreza, protegiendo a todos por igual y aplicando
el principio interpretativo de universalidad de los dere-
chos humanos contenido en la Constitución federal e ins-
trumentos internacionales, vigentes para el Estado mexica-
no y de aplicación obligatoria para aquellas autoridades
que en el marco de su competencia, aplican políticas pú-
blicas en materia de desarrollo social.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, se propo-
ne la discusión y en su caso, aprobación del siguiente 

Proyecto de Decreto

Único. Se adiciona una fracción XI al artículo 3o. y un se-
gundo párrafo al 32, ambos de la Ley General de Desarro-
llo Social, para quedar como sigue:

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a
los siguientes principios:



I. a X. 

XI. Universalidad: Garantiza el reconocimiento in-
herente a toda persona de gozar los derechos sociales
consagrados en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y su acceso pleno al desarro-
llo social.

Artículo 32. …

En ningún caso se podrá destinar más de setenta por
ciento de los recursos de un programa social exclusiva-
mente a la población de las zonas de atención priorita-
ria.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Daniel Torres Cantú, Ana Guadalupe Perea Santos, Ana
Leticia Carrera Hernández, Efraín Arellano Núñez, Gianni Raúl Ramí-
rez Ocampo, José Luis Orozco Sánchez Aldana, María del Rocío Re-
bollo Mendoza, Ramón Bañales Arambula, Ricardo David García Por-
tilla, Tania Victoria Arguijo Herrera (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Torres. Túrnese a la Co-
misión de Desarrollo Social, para dictamen.

El diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul del diputado José Orozco.

El diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana (desde la
curul): Muchas gracias. Solamente para felicitar al dipu-
tado Daniel Torres y pedirle si es tan a bien, me permita
suscribir su importante iniciativa. Lo digo como ex alcalde
y como diputado federal de Jalisco. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Diputado Torres. Muy bien.

La diputada Tania Victoria Arguijo Herrera (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul de la diputada Tania Argui-
jo.

La diputada Tania Victoria Arguijo Herrera (desde la
curul): También para felicitar al diputado y paisano Daniel
Torres. Adherirme a tu iniciativa, que también ya hacía fal-
ta en el tema de desarrollo social. Si me permites adherir-
me, sí, okey. Muchas gracias.

El diputado Gianni Raúl Ramírez Ocampo (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul del diputado Gianni Ramí-
rez.

El diputado Gianni Raúl Ramírez Ocampo (desde la cu-
rul): Gracias. Felicitar al diputado Daniel Torres, de Nuevo
León, y pedirle también adherirme a su iniciativa.

La diputada Yarith Tannos Cruz (desde la curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul de la diputada Yarith Tan-
nos Cruz.

La diputada Yarith Tannos Cruz (desde la curul): Solici-
to a mi compañero diputado Daniel Torres me permita ad-
herirme a su iniciativa.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: El diputado Torres ya manifestó su aceptación,
queda a disposición en la Secretaría para la suscripción de
la misma. Túrnese a la Comisión de Desarrollo Social,
para dictamen.



LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por cinco minutos la
diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes.

La diputada Maricela Contreras Julián: Buenos días.
Con el permiso de la Presidencia. Compañeras y compañe-
ros legisladores, la promulgación en 2014 de la Ley Gene-
ral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes fue
resultado del trabajo conjunto, realizado entre la sociedad
civil, la academia y organismos internacionales y todas las
fuerzas políticas del Congreso.

Su aporte radica en reconocer a estos sectores de la pobla-
ción como sujetos de protección de derechos, de los dere-
chos fundamentales y asumir la obligación del Estado para
la aplicación de acciones que garanticen su pleno desarrollo
en todos los ámbitos de la vida pública, política, comunita-
ria. Esta importante ley establece una serie de instrumentos
articulados con los cuales se pretende organizar, planear, ar-
ticular y ejecutar acciones armónicas que hagan más eficaz
y eficiente la aplicación de recursos con los que cuenta el Es-
tado para proteger a las niñas, niños y adolescentes. 

Si bien la legislación hace referencia a la defensa de los de-
rechos, falta profundizar y plasmar una estrategia que agru-
pe los esfuerzos que provienen principalmente de los sec-
tores sociales y de los sectores académicos en materia de
prevención, educación y promoción como instrumentos pa-
ra evitar las posibles conductas que vulneren los derechos
fundamentales. 

La iniciativa que ponemos a consideración toma como ba-
se la promoción de los derechos como medio para empo-
derar a las niñas, niños y adolescentes a través del conoci-
miento de sus derechos y contribuir a su participación
protagónica en el ejercicio de los mismos y la construcción
de la ciudadanía. Es decir, esto tiene por objetivo que en
el transcurso del desarrollo lleguen a ser ciudadanas y
ciudadanos con ética, con conocimientos, con orgullo de
su país. 

No debemos olvidar que aun con la responsabilidad del Es-
tado en el diseño y aplicación de políticas públicas para ga-

rantizar el acceso efectivo y pleno a los derechos, esta obli-
gación debe extenderse a escuchar, respetar y tomar en cuen-
ta a este sector, a estos segmentos de nuestra población.

Con esta iniciativa estamos proponiendo reconocer el dere-
cho de las niñas, niños y adolescentes a ser escuchados;
muy en armonía con las observaciones finales sobre los
exámenes periódicos cuarto y quinto consolidados en Mé-
xico, del Comité de los Derechos del Niño, de las Naciones
Unidas, donde se recomendó al Estado mexicano a incluir
esta visión y asegurarla en nuestra ley.

A través de esta reforma se van a crear los mecanismos don-
de participen representantes de organizaciones de la socie-
dad civil, de la academia, de instituciones de los sectores so-
ciales y privados; además de las niñas, niños y adolescentes,
y se puedan llevar a cabo acciones de educación, orientación
y visibilización de problemáticas y capacitación.

La reforma plantea diseñar acciones para la protección y
defensa de los derechos que propicien su goce y pleno ejer-
cicio, y proponerlas a los organismos de protección de los
derechos humanos contemplados en la presente ley. Ade-
más de promover e incidir en el reconocimiento del papel
prioritario de las niñas, niños y adolescentes como sujetos
de derechos, así como fundamentar su participación en los
mecanismos de protección de las mismas.

En suma, será una reforma que venga a fortalecer el siste-
ma nacional de protección integral, pues se trata de la arti-
culación de esfuerzos.

Hago un llamado respetuoso desde esta tribuna al gobierno
federal para la instalación del sistema de protección inte-
gral que está contemplado en la ley. Hasta el día de hoy no
ha sido posible su instalación.

Debemos lograr que los 40 millones de niñas, niños y ado-
lescentes que habitan en el país ejerzan su opinión sobre
los asuntos que les atañen y hagan de lo público un espacio
cotidiano e incidan en él, para que avancemos en la elimi-
nación de toda forma de violencia, pero sobre todo, los en-
caminemos a ser una sociedad más democrática con ciuda-
danos responsables y solidarios. Es cuanto, diputado
presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, a cargo de la diputada Maricela Contreras Julián,
del Grupo Parlamentario del PRD

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 12 de noviembre de 2015159



Año I, Primer Periodo, 12 de noviembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados160

Argumentos

La promulgación en 2014 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes fue el resultado del
trabajo conjunto realizado entre la sociedad civil, la Aca-
demia, organismos internacionales y todas las fuerzas polí-
ticas del poder legislativo. Su aporte radica en reconocer a
las niñas, niños y adolescentes como sujetos de protección
de los derechos humanos y por lo tanto es deber del Esta-
do la tutela e implementación de leyes y políticas acordes
con el mandato de ella.

La ley enuncia una serie de instrumentos articulados con
funciones y características que complementan una política
de avanzada. Desde este enfoque se pretende organizar,
planear, articular y ejecutar acciones armónicas que hagan
más eficaz y eficiente los recursos con los que cuenta el Es-
tado.

Con la creación del Sistema Nacional de Protección Inte-
gral, los Sistemas de Protección Locales y Municipales, las
Procuradurías de Protección, los Centros de Asistencia So-
cial y el fortalecimiento del Sistema Nacional DIF, el Go-
bierno Mexicano avanza en el cumplimiento de los conve-
nios internacionales y los compromisos con la infancia y
adolescencia. 

Algunas de las problemáticas a las que se enfrentarán son
la deserción escolar, desnutrición, trabajo infantil, obesi-
dad, embarazo adolecente, migración no documentada sin
compañía de un adulto, pobreza, violencia, maltrato, entre
otras.

Dicho instrumento normativo se concentra en las siguien-
tes líneas de trabajo: 

– Articulación y diseño de políticas públicas a favor de
niñas, niños y adolescentes.

– Protección y asistencia social.

– Procuración de justicia.

Las tres líneas de trabajo se enfocan primordialmente en la
atención para el desarrollo y ejercicio de los derechos de
las niñas, niños y adolescentes, y a la implementación de
acciones para que puedan acceder a los mismos; de igual
forma se contemplan los esquemas para la defensa y pro-
tección cuando ya se han suscitado conductas que conlle-
van agravios o presuntas violaciones de sus derechos. 

Reconocemos que, si bien, el ordenamiento en mención ha-
ce referencia a la defensa de los derechos, falta profundizar
y plasmar una estrategia que agrupe los esfuerzos que pro-
vienen principalmente de los sectores sociales y académi-
cos, en materia de prevención, educación y promoción co-
mo instrumentos de evitar las posibles conductas que
vulneran los derechos fundamentales.

La iniciativa que ponemos a consideración toma como ba-
se la promoción de los derechos fundamentales como me-
dio para empoderar a las niñas, niños y adolescentes a tra-
vés del conocimiento de sus derechos, contribuir a su
participación protagónica en el ejercicio de los mismos y la
construcción de ciudadanía.

No debemos olvidar que aun con la responsabilidad del Es-
tado en el diseño y aplicación de políticas públicas para ga-
rantizar el acceso efectivo y pleno a los derechos, esta obli-
gación debiese extenderse hacia escuchar, respetar y tomar
en cuenta a niñas, niños y adolescentes.

Al respecto, en las Observaciones Finales sobre los exá-
menes periódicos Cuarto y Quinto consolidados de Méxi-
co, del Comité de los Derechos del Niño de las Naciones
Unidas, se instó al Estado Mexicano a incluir justamente
esta visión y asegurarla en los ordenamientos jurídicos que
se traduce en la siguiente recomendación:

25. A la luz de su observación general No 12 (2009), so-
bre el derecho del niño a ser escuchado, el Comité reco-
mienda al Estado parte que:

1. (a) En línea con los artículos 72 y 125.III de la
LGDNNA, asegure el establecimiento de espacios de
participación permanente de niñas y niños a nivel fe-
deral, estatal y municipal y que se haga un seguimien-
to al impacto de estos espacios en el desarrollo e imple-
mentación de leyes y políticas relevantes. 

Existen diversas prácticas exitosas que promueven espa-
cios de participación y promoción de los derechos de la in-
fancia donde intervienen los gobiernos locales y municipa-
les, así como organizaciones de la sociedad civil, sectores
privados y académicos; por ejemplo es la Red Mexicana de
Ciudades Amigas de la Niñez en el que participan 130 mu-
nicipios y una delegación del Distrito Federal, los cuales
trabajan para crear políticas y acciones a favor de la niñez,
para fomentar el cumplimiento, respeto y protección de sus
derechos.



De igual forma se encuentra la Red por los Derechos de la
Infancia en México (REDIM) integrada por 75 asociacio-
nes que trabaja en 16 entidades del país y, a decir de sus
propios documentos en los que se fundamentan, promue-
ven un movimiento social y cultural para que niñas, niños
y adolescentes conozcan, ejerzan y disfruten sus derechos.

Desde 1995, la REDIM ha trabajado en la promoción de la
adecuación de la Convención de los Derechos del Niño en
los marcos legales mexicanos; en el diseño y seguimiento
de políticas públicas relacionadas con la infancia; en la
promoción de espacios y experiencias de participación in-
fantil y en la difusión y capacitación sobre los derechos de
la niñez, donde sus aportaciones han sido vitales para el
avance que se tiene en México en este tema.

Estos esfuerzos han comprobado que el saberse sujeto de
derechos por parte del Estado y del goce de protección de
estos, permite un ejercicio de autorreferencia que hace de
la niñez y adolescencia sujetos activos y participativos,
además que fortalece sus habilidades de comunicación y
toma de decisiones, fomenta la resolución no violenta de
los conflictos y previene situaciones de riesgo a los cuales
eventualmente pueden ser sujetos. 

Con esos antecedentes, someto a consideración el cambio
de la denominación del Capítulo Quinto del Libro Quinto
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes para ampliar el esquema de protección de los de-
rechos humanos que llevarán a cabo los organismos nacio-
nales y locales, con mecanismos de promoción bajo ejes de
participación, corresponsabilidad, coadyuvancia en la aten-
ción, educación y prevención.

De esa manera, se faculta a la Secretaría Ejecutiva del Sis-
tema Nacional de Protección Integral, así como a los Siste-
mas Locales de Protección para que establezcan mecanis-
mos de promoción, donde participen representantes de
organizaciones de la sociedad civil, academia, instituciones
de los sectores social y privado, además de los derechos
humanos de las niñas, niños y adolescentes, y se puedan
llevar a cabo acciones de educación, orientación, visibili-
zación de problemáticas y capacitación.

Para tal fin, se detallan funciones muy específicas a fin de
que se desarrollen los Mecanismos de Promoción de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes entre las que
destacan de manera general las siguientes:

– Coadyuvar en el diseño de acciones para la protección
y defensa de los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes.

– Incidir en el papel prioritario de niñas, niños y adoles-
centes como sujetos de derechos.

– Realizar propuestas de acciones de instancias de go-
bierno que prevengan situaciones que colocan a niñas,
niños y adolescentes en vulnerabilidad y riesgo.

– Coadyuvar en la atención y canalización que les per-
mitan resolver problemáticas de índole jurídica, de tra-
bajo social, psicológicas y médicas.

– Llevar a cabo acciones de sensibilización, capacita-
ción y orientación sobre los derechos de las niñas, niños
y adolescentes a diferentes sectores de la población.

Si logramos que los 40 millones de niñas, niños y adoles-
centes que habitan el país ejerzan su opinión sobre los
asuntos que les atañe, hagan de lo público un espacio coti-
diano e incidan en él, avanzaremos en la eliminación de to-
da forma de violencia pero sobre todo, nos encaminaremos
a ser una sociedad más democrática con ciudadanos res-
ponsables y solidarios.

Fundamento legal

La suscrita, diputada federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados; con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II y 135
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 3, numeral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del pleno de la honorable Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la denominación del Ca-
pítulo Quinto, del Título Quinto de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y se adi-
ciona un párrafo al artículo 140

Artículo Único. Se reforma la denominación del Capítulo
Quinto del Título Quinto Y se adiciona un párrafo segundo
al artículo 140 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:
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Capítulo Quinto
De los Organismos de Protección de los Derechos 

Humanos y Mecanismos de Promoción 

Artículo 140…

La Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Pro-
tección Integral, así como los Sistemas Locales de
Protección, establecerán Mecanismos de Promoción
de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, integra-
dos por representantes de organizaciones de la socie-
dad civil, academia, instituciones de los sectores so-
cial y privado, con la finalidad de desarrollar
actividades de educación, orientación, visibilización
de problemáticas y capacitación, a través de las si-
guientes funciones:

I. Diseñar acciones para la protección y defensa de
los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes
que propicien su goce y pleno ejercicio, y proponer-
las a los Organismos de Protección de los Derechos
Humanos contemplados en la presente Ley,

II. Promover e incidir en el reconocimiento del papel
priortitario de niñas, niños y adolescentes como su-
jetos de derechos,

III. Fomentar la participación de niñas, niños y ado-
lescentes en los Mecanismos de Promoción,

IV. Desarrollar acciones encaminadas a la preven-
ción de situaciones que colocan niñas, niños y ado-
lescentes en vulnerabilidad y riesgo, para su aplica-
ción por parte de las instancias de gobierno,

V. Coadyuvar en la atención y canalización de niñas,
niños y adolescentes en temas jurídicos, de trabajo
social, psicológicos y médicos,

VI. Promover espacios de participación sobre la
agenda pública,

VII. Sensibilizar a las personas que integran la fami-
lia, servidores públicos y todos los sectores de la po-
blación sobre los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes, así como de las situaciones de riesgo a
través de la capacitación y orientación, y

VIII. Promover la comunicación entre los sectores
sociales y los diversos mecanismos de protección de

derechos humanos de niñas, niños y adolescentes
contemplados en la presente Ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de
Protección Integral, así como los Sistemas Locales de Pro-
tección, establecerán los Mecanismos de Promoción de
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes a más tardar en
los 60 días unas que queden formalmente instalados.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a los 12 días
de noviembre de 2015.— Diputados: Maricela Contreras Julián, Ana
Leticia Carrera Hernández, Pedro Garza Treviño, Alejandro Armenta
Mier (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Contreras. Túrnese a la
Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL, LEY GENERAL EN 
MATERIA DE DELITOS ELECTORALES Y LEY
GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS
ELECTORALES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el
diputado Armando Luna Canales, del Grupo Parlamentario
del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley General en Materia de Delitos
Electorales y de la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales.

El diputado Armando Luna Canales: Con su permiso,
señor presidente, integrantes de la Mesa Directiva. Muy
buenas tardes, compañeras y compañeros diputados. El día
de hoy acudo a esta tribuna, a fin de plantear un problema
y a poner a su consideración una iniciativa que contempla
la derogación de dos disposiciones de nuestro ordenamien-
to penal, una contenida en la Ley General de Delitos Elec-
torales y la otra contenida en el Código Penal Federal.



Al día de hoy, publicar por cualquier medio o difundir por
cualquier medio una encuesta o un sondeo electoral duran-
te el periodo de veda, es decir, durante los tres días previos
a la elección. Si hacemos caso a la Ley General de Delitos
Electorales, o bien durante los ocho días previos a la cele-
bración de esta elección, si nos remitimos al Código Penal
Federal, constituye un delito que además de sancionarse
con multa implica la posible privación de la libertad hasta
por tres años.

Esta disposición obedece sin duda a la necesidad de respe-
tar y de privilegiar el voto libre e informado de todas las
personas. Esta disposición prevé sin duda dar privilegio a
una de los principios básicos de nuestro sistema electoral.
Sin embargo la sanción penal para este delito y sobre todo
también la sanción a la restricción a la libertad de expre-
sión es sin duda un derroche, un exceso de coerción de par-
te de las autoridades y de parte de nuestro sistema legal ha-
cia una acción que si bien es cierto es reprochable no
debiera hacerse en el ámbito penal.

Nuestras leyes ya contemplan el día de hoy la posibilidad
de aplicar sanciones económicas, de aplicar multas y de
aplicar otro tipo de sanciones en el ámbito administrativo.
Al día de hoy pudiéramos nosotros también decir que una
situación tan sencilla como dar un retuit o compartir o po-
ner incluso algún medio de difusión a estas encuestas que
pudieran legalmente haberse elaborado y difundido duran-
te el proceso electoral o durante la campaña.

Hacerlo durante este periodo implicaría la posibilidad de al
momento de nosotros difundirlo, constituir la conducta que
estamos hablando, de incurrir en un delito sencillamente
por compartir una opinión o por compartir una publicación.
Este caso que pudiera parecer hipotético lo vemos materia-
lizado en el caso de periodistas, en el caso de reporteros y
el caso concreto, en mi estado en Coahuila, del director de
un medio de comunicación que hoy día enfrenta la posibi-
lidad de una sanción privativa de la libertad de hasta de tres
años por haber hecho un análisis de las distintas encuestas
que se presentaron durante la campaña, se hizo durante es-
te periodo de reflexión, durante los ocho días previos a la
elección, y el día de hoy tiene no sólo la orden de aprehen-
sión, sino que está sujeto a proceso penal por esta difusión.

Creo, y creo que compartimos esta opinión no sólo algunas
personas y abogados con quienes lo hemos hecho, sino
también con el área especializada de sancionar estos deli-
tos, incluso en la propia Fiscalía Especializada para Aten-

der Delitos Electorales, comparten la opinión de que es ex-
cesiva esta aplicación de una sanción en el ámbito penal.

Por eso hacemos esta iniciativa que espero que tenga el
apoyo de todos ustedes y todas ustedes, compañeras y
compañeros diputados, para derogar estos dos delitos. De-
jarlo en la Ley de Instituciones que regula las elecciones, y
dejarlo para que sea una instancia administrativa la que
pueda aplicar una sanción que sin duda pudiera ser econó-
mica y dejarlo en ese ámbito, dejar en la esfera penal para
conductas que verdaderamente lesionen el bien jurídico tu-
telado, para conductas que afectan la voluntad de los elec-
tores y para conductas que en verdad ponen en riesgo un
proceso electoral.

Restringir innecesariamente la libertad de expresión, y so-
bre todo poner en riesgo a personas que de manera inocen-
te, incluso, pudieran compartir estas encuestas o estos son-
deos de opinión a través de sus redes sociales o en
cualquier otro tipo de medio, constituye, creo yo, un exce-
so que en esta asamblea tenemos la posibilidad de corregir.

Ponemos esta iniciativa a su consideración y espero contar
con el apoyo de todas y de todos ustedes. Es cuanto, señor
presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal; y de las Leyes Generales en ma-
teria de Delitos Electorales, y de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, a cargo del diputado Armando Luna
Canales, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y los artículos, 6o fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, el Diputado Fede-
ral Armando Luna Canales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de esta LXIII Legisla-
tura, pone a consideración de esta honorable soberanía, ini-
ciativa con proyecto de decreto que deroga la fracción XIII
del artículo 403 del Código Penal Federal, que deroga la
fracción XV del artículo 7o. de la Ley General en materia
de Delitos Electorales y que reforma el numeral 6 del artí-
culo 251 de la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

1. Sobre la libertad de expresión, sus límites y las en-
cuestas de opinión en los procesos electorales

Jürgen Habermas nos enseña que un Estado constitucional
y democrático de derecho, no puede tener otra base de sus-
tentación que una población acostumbrada al ejercicio co-
tidiano y puntilloso de la libertad de expresión, fundamen-
talmente en los contextos públicos.1

En el mismo sentido, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación (SCJN) ha señalado que: 

[…] la libertad de expresión guarda una relación estruc-
tural con el funcionamiento del sistema democrático, en
tanto una ciudadanía libre e informada es imprescindi-
ble para deliberar sobre los asuntos que conciernen a to-
dos y su garantía reforzada es necesaria para que exista
un control efectivo de la gestión pública.2

Del mismo modo, una de las cortes constitucionales más
connotadas en los últimos años, la de Colombia, ha preci-
sado que:

La principal justificación para conferir a la libertad de ex-
presión una posición central dentro de los regímenes consti-
tucionales contemporáneos es que, mediante su protección,
se facilita la democracia representativa, la participación
ciudadana y el autogobierno por parte de cada nación. Es-
te argumento subraya que la comunicación y el libre flujo
de informaciones, opiniones e ideas en la sociedad es un
elemento esencial del esquema de gobierno democrático y
representativo, por lo cual la libertad de expresión, al per-
mitir un debate abierto y vigoroso sobre los asuntos públi-
cos, cumple una función política central.

Para la Corte Interamericana de Derechos Humanos
(CoIDH): 

Sin una efectiva libertad de expresión, materializada en
todos sus términos, la democracia se desvanece, el plura-
lismo y la tolerancia empiezan a quebrantarse, los meca-
nismos de control y denuncia ciudadana se empiezan a tor-
nar inoperantes y, en definitiva, se empieza a crear el
campo fértil para que sistemas autoritarios se arraiguen en
la sociedad.3

Una de las más claras manifestaciones en donde la libertad
de expresión se ejercita es durante los procesos de renova-

ción de los cargos públicos, esto es, en los procesos electo-
rales. De acuerdo con la Relatoría Especial para la Liber-
tad de Expresión de la Organización de Estados America-
nos: 

Las elecciones constituyen uno de los momentos funda-
mentales de la participación política y la vida democrática.
El voto es un mecanismo esencial de las democracias re-
presentativas a través del cual el pueblo no solo elige a
sus gobernantes sino, también, acepta o rechaza las polí-
ticas y el rumbo del gobierno y, en general, expresa su vo-
luntad.

Los procesos electorales están íntimamente vinculados a la
libertad de expresión e información, ya que para que los
ciudadanos puedan llevar adelante sus decisiones en el
momento de votar es indispensable que cuenten con la ma-
yor cantidad de información posible. Para esto, es crucial
que los hechos, las ideas y las opiniones circulen libre-
mente. Sin lugar a dudas, el modo más común que tienen
los ciudadanos de informarse en la actualidad es a través de
los medios de comunicación de masas.4

En este contexto, las encuestas de opinión constituyen in-
valuables parámetros que permiten al electorado disponer
de un elemento objetivo (siempre que la encuesta cumpla
con el carácter técnico debido) que refleje la tendencia de
votación en un determinado lugar y contexto.

La CoIDH ha tenido también ocasión de pronunciarse res-
pecto de la importancia que la libertad de expresión des-
empeña durante los procesos electorales. En el caso Ricar-
do Canese vs. Paraguay la Corte señaló:

La Corte considera importante resaltar que, en el marco de
una campaña electoral, la libertad de pensamiento y de ex-
presión en sus dos dimensiones constituye un bastión fun-
damental para el debate durante el proceso electoral, debi-
do a que se transforma en una herramienta esencial para la
formación de la opinión pública de los electores, fortalece
la contienda política entre los distintos candidatos y parti-
dos que participan en los comicios y se transforma en un
auténtico instrumento de análisis de las plataformas políti-
cas planteadas por los distintos candidatos, lo cual permite
una mayor transparencia y fiscalización de las futuras au-
toridades y de su gestión.5

En consecuencia, la libertad de expresión constituye uno
de los más preciados derechos en un Estado contemporá-
neo y, en aquellos que se asumen como democráticos,



constituye la esencia y razón misma de su existencia. De-
mocracia sin libertad de expresión resulta en sí misma una
contradicción irresoluble que bajo ninguna circunstancia
puede ser tolerada.

No obstante, la libertad de expresión comparte la naturale-
za de ser un derecho humano y, como tal, admite bajo muy
estrictas condiciones limitantes en cuanto a su ejercicio.
Dentro del derecho internacional de los derechos humanos,
tanto en el sistema universal de Naciones Unidas como en
el Interamericano, existe una sólida tendencia jurispruden-
cial acerca de los límites y excepciones en el ejercicio a la
libertad de expresión.

De este modo, nuestra Constitución contempla en su artí-
culo 6o, limitaciones legítimas a tal derecho siempre que
las mismas estén dirigidas a evitar ataques a la moral, la vi-
da privada, los derechos de terceros, la comisión de algún
delito o perturbación al orden público.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH)
ha dicho que toda restricción: debe de estar expresamente
fijada por ley; estar destinada a proteger los derechos o la
reputación de los demás, la protección de la seguridad na-
cional, el orden público o la salud o moral pública; y debe
ser necesaria en una sociedad democrática. Concretamen-
te, para el caso de las restricciones al ejercicio de la liber-
tad de expresión en el caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica,
la CoIDH expresó: 

Es importante destacar que el derecho a la libertad de ex-
presión no es un derecho absoluto, este puede ser objeto de
restricciones, tal como lo señala el artículo 13 de la Con-
vención en sus incisos 4 y 5. Asimismo, la Convención
Americana, en su artículo 13.2, prevé la posibilidad de es-
tablecer restricciones a la libertad de expresión, que se ma-
nifiestan a través de la aplicación de responsabilidades ul-
teriores por el ejercicio abusivo de este derecho, las cuales
no deben de modo alguno limitar, más allá de lo estricta-
mente necesario, el alcance pleno de la libertad de expre-
sión y convertirse en un mecanismo directo o indirecto de
censura previa. Para poder determinar responsabilidades
ulteriores es necesario que se cumplan tres requisitos, a sa-
ber: 1) deben estar expresamente fijadas por la ley; 2) de-
ben estar destinadas a proteger ya sea los derechos o la re-
putación de los demás, o la protección de la seguridad
nacional, el orden público o la salud o moral pública; y 3)
deben ser necesarias en una sociedad democrática.6

Estas restricciones encuentran su justificación en la salva-
guarda de un valor cuya tutela se asume en un contexto de-
terminado como superior. La teoría general de los derechos
humanos, así como la filosofía y la teoría del derecho nos
enseñan que los principios, no admiten en términos abs-
tractos, una jerarquía en su valor. Los derechos humanos,
en tanto principios asumidos como mandatos de optimiza-
ción comparten dicho carácter pero ante casos concretos en
los que puede existir una colisión se sujetan al test de pro-
porcionalidad.

Al respecto cabe señalar que el principio de proporcionali-
dad comprende los subprincipios de idoneidad, necesidad y
proporcionalidad (stricto sensu). La idoneidad se refiere a
que la medida a emprender sea la conducente para conse-
guir el valor o la finalidad protegida mediante la restricción
del valor en conflicto.7

La necesidad se refiere a que la medida a adoptar responda
a una apremiante necesidad social, o bien, que no sea posi-
ble alcanzar el fin buscado con la restricción, por otros me-
canismos.8

Finalmente, la proporcionalidad en sentido estricto, se re-
fiere a la constatación de que la norma que otorga el trato
diferenciado guarde una relación razonable con el fin que
se procura alcanzar, lo que supone una ponderación entre
sus ventajas y desventajas, a efecto de comprobar que los
perjuicios ocasionados no sean desproporcionados con res-
pecto a los objetivos perseguidos, lo cual implica que si
existe una alternativa menos gravosa para conseguir el fin
buscado, debe emplearse dicha alternativa.9

En palabras de Alexy, en este último subprincipio: “cuanto
mayor sea el grado de la no satisfacción o de afectación de
uno de los principios, tanto mayor debe ser la importancia
de la satisfacción del otro.” Para el logro de este tercer sub-
principio, Alexy nos enseña que primeramente deberá defi-
nirse el grado de la no satisfacción o de la afectación de
uno de los principios. En segundo lugar, habrase de defi-
nirse la importancia de la satisfacción del principio que
juega en sentido contrario. Finalmente, deberá definirse si
la importancia de la satisfacción del principio contrario jus-
tifica la afectación del otro.10

Dicho test de proporcionalidad ha sido asumido por las
altas cortes constitucionales de los Estados en la vanguar-
dia de los derechos humanos como directiva a seguir en
aquellos casos en los que se actualiza el supuesto de una
colisión de derechos y, en no pocas ocasiones ha sido asu-
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mido también por nuestros más importantes tribunales: la
Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación.

En el caso de nuestro país, México, claramente advertimos
que las encuestas de opinión tienen una importancia muy
significativa pero, del mismo, modo, hemos sido testigos
de las graves repercusiones que un uso inadecuado e indis-
criminado de las mismas puede tener cuando no se les su-
jeta a controles objetivos que garanticen la parcialidad de
las mismas.

Respecto de esta importancia, Bernardo Bolaños, en un do-
cumento jurídico de la CNDH, ha indicado que por medio
de las encuestas y sondeos de opinión es posible medir los
fenómenos de grupo así como el comportamiento real del
propio público. Las encuestas, indica, son parte de la no-
ción de public opinión como una categoría de análisis psi-
cosociológica y citando a Pierre Bourdieu, indica que esta
“opinión” constituye “un artefacto puro y simple cuya fun-
ción consiste en disimular que el estado de la opinión en un
momento dado del tiempo es un sistema de fuerzas, de ten-
siones…”11

En el mismo sentido, la Relatoría Especial para la Libertad
de Expresión de la Organización de Estados Americanos ha
destacado el papel que las encuestas tiene en los procesos
electorales, indicando que “las encuestas de opinión cum-
plen importantes funciones en las sociedades modernas. En
primer lugar, informan sobre lo que piensan los hombres y
mujeres de un lugar determinado y brindan herramientas
para la toma de decisiones, tanto por parte de los políticos
y funcionarios públicos como de los ciudadanos… Duran-
te las campañas políticas, las encuestas y los pronósticos
ocupan el centro de atención… las encuestas ayudan a
comprender la realidad, a establecer tendencias y a analizar
lo que ocurre dentro de un proceso electoral.”12

Dada esta importancia de las encuestas y, conocedores de
la necesidad que había por reglamentarlas, el 10 de febrero
de 2014 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación
(DOF) la llamada reforma política electoral en la que el
tema de las encuestas fue uno de los más importantes. La
regulación de las mismas se logró a través de la expedición
de dos disposiciones secundarias: la Ley General en Mate-
ria de Delitos Electorales (LGMDE) y la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE), mis-
mas que a continuación analizaremos. 

II. Regulación de las encuestas en la legislación electo-
ral y penal, así como la problemática suscitada

Como indicamos con antelación, el desarrollo normativo
de la figura de las encuestas se realizó en la LGMDE y la
LGIPE. En el caso de la LGIPE, en el artículo 213 que in-
dica: 

Capítulo III
De las Encuestas y Sondeos de Opinión

Artículo 213.

1. El Consejo General emitirá las reglas, lineamientos y
criterios que las personas físicas o morales deberán
adoptar para realizar encuestas o sondeos de opinión en
el marco de los procesos electorales federales y locales.
Los organismos públicos locales realizarán las funcio-
nes en esta materia de conformidad con las citadas re-
glas, lineamientos y criterios.

2. Durante los tres días previos a la elección y hasta la
hora de cierre de las casillas, queda estrictamente prohi-
bido publicar, difundir o dar a conocer por cualquier
medio de comunicación, los resultados de las encuestas
o sondeos de opinión, que tengan como fin dar a cono-
cer las preferencias electorales.

3. Las personas físicas o morales que difundan encues-
tas o sondeos de opinión deberán presentar al instituto o
al organismo público local un informe sobre los recur-
sos aplicados en su realización en los términos que dis-
ponga la autoridad electoral correspondiente.

4. La metodología, costos, personas responsables y re-
sultados de las encuestas o sondeos serán difundidas en
su página de internet, por los organismos públicos loca-
les en el ámbito de su competencia.

Como se advierte, a partir de esta reforma corresponde al
Consejo General del Instituto Nacional Electoral el señala-
miento de los criterios que deberán de reunir las encuestas
realizadas por los sujetos interesados a fin de que las mis-
mas sean realizadas bajo los más altos estándares en mate-
ria técnica que garantice su objetividad.

En el rubro de la sanción penal, la LGMDE precisa: 

Artículo 7. Se impondrán de cincuenta a cien días mul-
ta y prisión de seis meses a tres años, a quien:



I. a XIV. …

XV. Durante los tres días previos a la elección y hasta la
hora del cierre oficial de las casillas que se encuentren
en las zonas de husos horarios más occidentales del te-
rritorio nacional, publique o difunda por cualquier me-
dio los resultados de encuestas o sondeos de opinión
que tengan por objeto dar a conocer las preferencias
electorales de los ciudadanos;

XVI. a XXI. …

En el caso concreto se advierte que se engloba dentro de las
XXI posibles hipótesis normativas que prevé el artículo 7o.
de la LGMDE a la publicación resultados de encuestas
dentro del periodo de veda previo a la elección (3 días pre-
vios).

Como ejemplo de las hipótesis normativas que prevé el in-
dicado artículo tenemos las siguientes: votar a sabiendas de
que no se cumple con los requisitos de ley (fracción I); Ha-
cer proselitismo o presionar objetivamente a los electores
el día de la jornada electoral en el interior de las casillas
(fracción III); sustraer de las urnas ilícitamente una o más
boletas electorales, o bien, introducir boletas falsas (frac-
ción IV); Solicitar votos por paga, promesa de dinero u otra
contraprestación, o bien mediante violencia o amenaza
(fracción VII); Solicitar u ordenar evidencia del sentido de
su voto o violar, de cualquier manera, el derecho del ciu-
dadano a emitir su voto en secreto (fracción VIII); votar
con una credencial para votar de la que no sea titular (frac-
ción IX); organizar la reunión o el transporte de votantes el
día de la jornada electoral, con la finalidad de influir en el
sentido del voto (fracción X); entre otras.

Como puede constatarse, las hipótesis previstas en esta dis-
posición buscan la tutela de diferentes bienes jurídicos pre-
vistos en nuestro ordenamiento pero, particularmente, la
garantía del libre ejercicio del derecho a votar (sufragio ac-
tivo) y el justo equilibrio en las contiendas electorales. Au-
nado a ello, consideramos que la relación existente entre
las penas indicadas y las conductas señaladas guarda sime-
tría cubriendo así el principio de proporcionalidad al que
hemos hecho alusión anteriormente.

No obstante, para el caso de la publicación de los resulta-
dos de encuestas electorales vislumbramos que, por un la-
do, la naturaleza misma de la conducta se ubica en el es-
pectro de la libertad de expresión y que, ante ello, requiere
de un diverso cuidado que, desgraciadamente no se tuvo al

momento de la expedición de la Ley General en materia de
Delitos Electorales.

En efecto, cuando un derecho tan fundamental, como lo es
la libertad de expresión, está siendo restringido deben de
diseñarse las más estrictas reglas que permitan, por un la-
do, tutelar a la libertad de expresión y, por el otro, asegurar
el bien jurídico que se asume puede ponerse en peligro (en
nuestro caso el libre ejercicio del derecho a votar y la igual-
dad en la contienda electoral). 

Consideramos que, la publicación de los resultados electo-
rales durante el periodo de veda previo a la elección resul-
ta ser una medida adecuada en tanto que asegura que el
elector pueda disponer libremente de su voto sin estar su-
jeto a las tendencias electorales que una encuesta pudiera
condicionar en los días inmediatos a la elección. Del mis-
mo modo, con tal acción se evita que la igualdad en la con-
tienda electoral se vea lesionada con la publicación de re-
sultados de encuestas que puedan favorecer a algún
contrincante político en un momento inmediato a la jorna-
da electoral. Sin embargo, consideramos que no se cubre
con el principio de proporcionalidad pues se ubica a esta
conducta dentro del espectro jurídico del derecho penal.

De este modo, en los hechos y en el campo normativo, el
artículo 7 de la LGMDE establece una privación de la li-
bertad para quien en ejercicio de sus libertades publica re-
sultados electorales en un periodo de veda, siendo tal me-
dida completamente desproporcionada frente al valor
jurídico que se busca tutelar.

En razón de ello, y, atentos a los más altos estándares en
materia de derechos humanos y, en particular en lo que ha-
ce a la libertad de expresión proponemos mantener dicha
hipótesis normativa únicamente en el espectro jurídico del
derecho electoral y su proceso administrativo sancionador
(léase Instituto Nacional Electoral), garantizando así, am-
bos derechos (la libertad de expresión con una sanción ad-
ministrativa proporcional a su violación y el justo equili-
brio en las contiendas electorales).

A continuación presentamos un ejercicio de derecho elec-
toral comparado que nos permite robustecer una propuesta
no penal como la aquí planteada. En el caso de la Repúbli-
ca de Argentina tenemos que su Código Nacional Electoral
prevé la hipótesis de la publicación de resultados electora-
les y establece como sanción sólo una multa. En efecto, sus
artículos 71 y 128 Bis disponen:
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Artículo 71. Prohibiciones. Queda prohibido:

a) a e)…

f) Realizar actos públicos de proselitismo y publicar y
difundir encuestas y sondeos preelectorales, desde cua-
renta y ocho horas antes de la iniciación del comicio y
hasta el cierre del mismo.

g)…

h) Publicar o difundir encuestas y proyecciones sobre el
resultado de la elección durante la realización del comi-
cio y hasta tres horas después de su cierre.

Artículo 128 Bis. Actos de proselitismo. Publicación de
encuestas y proyecciones. Se impondrá multa de entre
diez mil ($10.000) y cien mil pesos ($100.000) a toda
persona física o jurídica que violare las prohibiciones
impuestas por el artículo 71 en sus incisos f) y h) de la
presente ley.

En el caso de la República Italiana la Ley 22/2000 regula
lo relativo al caso de las encuestas en los procesos electo-
rales y dispone la prohibición de publicar resultados elec-
torales dentro de los quince días precedentes a la fecha de
elecciones. En su artículo 8.1 indica que en los quince días
precedentes a la fecha de la votación está prohibido reali-
zar publicidad o difundir los resultados de encuestas de
opinión sobre el éxito de las elecciones y sobre las prefe-
rencias políticas o de voto de los electores, aún si tales en-
cuestas han sido efectuadas en un periodo precedente a
aquél de la prohibición.13 Para el caso de la sanción (artí-
culo 2.5 y 8) la Autoridad para la Garantía de las Comuni-
caciones (AGCOM), ordenará al emisor difundir por el
mismo medio y con las mismas características (de hora, ti-
pográficas, edición, etcétera) la violación que ha cometido,
así como una multa de hasta 250 mil euros.

Como puede advertirse, en estos casos de derecho compa-
rado la sanción penal no se prevé más si una multa propor-
cional al daño causado, siendo en ambos casos aplicada por
una autoridad administrativa y no por la jurisdiccional (en
sentido formal).

Ahora bien, y continuando con nuestra propuesta concreta,
debemos agregar que la hipótesis normativa en cuestión (la
publicación de encuestas) prevista en la fracción XV del
artículo 7 de la LGMDE es, por su estructura y contenido,
diversa a cualquier otra de las hipótesis previstas en la pro-

pia LGMDE pues dicha hipótesis tiene una estrecha cone-
xidad con la libertad de expresión. En consecuencia, pre-
tendemos expulsarla de esta Ley y mantenerla únicamente
en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales pues aunque la sanción penal resulta claramente
desproporcionada, también se reconoce que la publicación
de resultados de encuestas dentro del periodo de veda elec-
toral, ciertamente afecta el principio fundamental de la
igualdad en las contiendas electorales. 

De esta manera, se mantiene el supuesto legal pero se le
desliga de su consecuencia penal, manteniéndose por su
comisión solamente el proceso administrativo sancionador
a cargo de la autoridad nacional electoral (INE). Esta pre-
visión, existe ya dentro de la propia Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales en el Capítulo I “De
los Sujetos, Conductas Sancionables y Sanciones” del Tí-
tulo Primero “De las Faltas Electorales y su Sanción” del
Libro Octavo “De los Regímenes Sancionador Electoral y
Disciplinario Interno” y que, en cada una de sus hipótesis
normativas en las que prevé a los partidos políticos, agru-
paciones políticas, candidatos, precandidatos, ciudadanos
en general, etc., se indica que las infracciones pueden pro-
ceder “por la comisión de cualquier otra falta de las pre-
vistas en esta Ley”

Como se ha dejado claro, el régimen de las encuestas elec-
torales se regula por la propia LGIPE en su artículo 213 y,
consecuentemente, es objeto del proceso administrativo
sancionador. 

Para armonizar nuestra propuesta, asimismo, debe de ser
modificado el numeral 6 del artículo 251 de la propia LGI-
PE pues en él se hace referencia a los tipos penales previs-
tos en la LGMDE para el caso de la publicación de resul-
tados de encuestas electorales en el periodo de veda. Dicho
artículo indica: 

Artículo 251.

1 a 5. …

6. Durante los tres días previos a la elección y hasta la
hora del cierre oficial de las casillas que se encuentren
en las zonas de husos horarios más occidentales del te-
rritorio nacional, queda prohibido publicar o difundir
por cualquier medio, los resultados de encuestas o son-
deos de opinión que tengan por objeto dar a conocer las
preferencias electorales de los ciudadanos, quedando
sujetos quienes lo hicieren, a las penas aplicables a



aquéllos que incurran en alguno de los tipos previstos y
sancionados en la Ley General en Materia de Delitos
Electorales.

…

Para este caso concreto, proponemos modificar la redac-
ción del numeral 6, haciendo referencia al régimen sancio-
nador previsto en la propia LGIPE y no ya a los tipos pre-
vistos en la LGMDE. 

Adicionalmente, debemos hacer notar que en el ámbito fe-
deral, nuestro Código Penal Federal dispone también de
medidas al respecto, y ello obedece a que originalmente los
delitos electorales fueron previstos en este Código y, más
tarde, trasladados a la legislación especializada en materia
electoral. Como una reliquia histórica se conserva en su ar-
tículo 403, fracción XIII, que indica:

Artículo 403.- Se impondrán de diez a cien días multa
y prisión de seis meses a tres años, a quien:

De la I a la XII. …

XIII. Durante los ocho días previos a la elección y has-
ta la hora oficial del cierre de las casillas que se en-
cuentren en las zonas de husos horarios más occidenta-
les del territorio nacional, publique o difunda por
cualquier medio los resultados de encuestas o sondeos
de opinión que den a conocer las preferencias de los ciu-
dadanos.

Esta disposición, en realidad, se observa que debiera estar
ya derogada pues el Decreto por el que se expide la Ley
General en Materia de Delitos Electorales previó en su ter-
cero transitorio la derogación de todas las disposiciones
opuestas a dicha Ley, aunado a ello, la LGMDE es la ley
especializada y debe prevalecer por sobre la general. En
consecuencia, en esta ocasión buscamos también derogar
esta fracción del Código Penal Federal en un ejercicio de
coherencia para nuestro sistema jurídico.

Como hemos señalado líneas arriba, para el caso de la pu-
blicación de encuestas consideramos que la sanción actual-
mente prevista cumple con el carácter de idoneidad y nece-
sidad, más no así con el de la proporcionalidad pues para el
caso concreto la existencia una sanción penal no se justifica.

En un modelo garantista fundado en la protección hacia los
derechos humanos, los Estados deben tener especial pre-

caución al momento de determinar el alcance de las san-
ciones penales. La corriente garantista, de la que México es
parte, no se opone per se al incremento de las sanciones pe-
nales, más sin embargo, considera que el embate hacía los
delitos debe ser priorizado en otras vertientes más que sim-
plemente con la represión de los mismos. Esto, incluso, es
un principio universal del derecho penal entendido como la
última ratio en la potestad punitiva del estado.

Tratándose del caso concreto que involucra a la libertad de
expresión, de ningún modo una sanción penal debe ser la
consecuencia ante el quebrantamiento de la disposición
que obliga a no publicar resultados electorales con antela-
ción a la jornada electoral, esta postura debe mantenerse en
un Estado garantista y consciente de que los derechos hu-
manos deben saber armonizarse mediante la prudencia y el
establecimiento de medidas no lesivas del núcleo esencial
de los mismos.14 En esta iniciativa presentamos un pe-
queño pero significativo esfuerzo que contribuirá al pleno
y responsable ejercicio de los derechos de todas y todos en
nuestro país.

En consecuencia y en mérito de todo lo anteriormente ex-
puesto, propongo ante esta Honorable Asamblea, el si-
guiente proyecto de

Decreto

Primero. Se deroga la fracción XIII del artículo 403 del
Código Penal Federal, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 403. Se impondrán de diez a cien días multa y pri-
sión de seis meses a tres años, a quien:

I a XII. …

XIII. Se deroga.

Segundo. Se deroga la fracción XV del artículo 7º de la
Ley General en Materia de Delitos Electorales, para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 7. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y
prisión de seis meses a tres años, a quien:

I. a XIV. …

XV. Se deroga
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XVI. a XXI. …

Tercero. Se reforma el numeral 6 del artículo 251 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, pa-
ra quedar de la siguiente manera:

Artículo 251.

1 al 5. …

6. Durante los tres días previos a la elección y hasta la ho-
ra del cierre oficial de las casillas que se encuentren en las
zonas de husos horarios más occidentales del territorio na-
cional, queda prohibido publicar o difundir por cualquier
medio, los resultados de encuestas o sondeos de opinión
que tengan por objeto dar a conocer las preferencias elec-
torales de los ciudadanos, quedando sujetos quienes lo hi-
cieren, al régimen sancionador previsto en esta Ley.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Armando Luna Canales, Alfredo Basurto Román, Alma
Carolina Viggiano Austria, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Francis-
co Saracho Navarro, Jesús Serrano Lora, José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, María Gloria Hernández Madrid, Rosa Guadalupe Chávez Acos-
ta, Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Luna. Túrnese a las Co-
misiones Unidas de Gobernación y de Justicia, para
dictamen.

El diputado Alfredo Basurto Román (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: A ver, sonido en la curul del diputado Alfredo
Basurto, por favor.

El diputado Alfredo Basurto Román (desde la curul): Sí,
gracias, señor presidente. Creo que es una iniciativa del
compañero, por cierto presidente de la Comisión de Dere-
chos Humanos de esta soberanía, a lo que veo abogado, ad-
herirme a tan importante iniciativa; creo que hoy en día im-
plica un riesgo para los periodistas cuando hablan y dicen
la verdad. De ahí la gran estadística de periodistas desapa-
recidos. Si el ponente me permite me permite adherirme a
su iniciativa, para hacerlo. Gracias.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Diputado Luna, asimismo solicita su adhesión
la diputada vicepresidenta Bárbara Botello.

El diputado Armando Luna Canales: Con todo gusto,
presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: El diputado ha aceptado; queda a su disposi-
ción en esta Secretaría.

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
ADULTAS MAYORES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos el
diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Par-
lamentario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto

de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

El diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana: Con su
venia, diputado presidente. Compañeras y compañeros
diputados, en la actualidad los factores sociodemográficos
han sido tema de especial atención, no sólo como aspectos
de estadística, sino también como asuntos concernientes al
futuro de cualquier sociedad.

En nuestro país, un ejemplo de ello es el relativo a los adul-
tos mayores. En México asumimos como adultos mayores
aquellas personas que cuenten con 60 años o más de edad.
Un sector de nuestra población con el cual históricamente
se han tenido y se tienen enormes deudas pendientes, si-
tuación que nos ha derivado en condiciones para este vul-
nerable sector de la sociedad que no sólo son alarmantes,
sino también hirientes.

En México podemos afirmar que los adultos mayores en su
gran mayoría carecen y sufren. Carecen de falta de oportu-
nidades trabajo, de condiciones favorables para su desarro-
llo integral, de asistencia social, de acceso al disfrute en
plenitud de todos sus derechos, marcadamente elementa-
les, y en síntesis de un entorno de privaciones en todos los
aspectos.

Como se dijo anteriormente, también sufren de enfermeda-
des altamente incapacitantes, de marginación social, exclu-
sión, discriminación y además de violencia. Al respecto se
tiene registrado que tres de cada cinco adultos mayores en
México, la violencia que sufren proviene de su entorno fa-
miliar.

En otras palabras, los adultos mayores son víctimas, inclu-
so, de quienes deberían de ser sus protectores. Ante ello,
vemos con preocupación que somos una sociedad que tole-
ra, solapa, sobrelleva y disimula las vejaciones, carencias y
violaciones sistemáticas en sus derechos humanos.

La situación hoy es crítica y se augura en un futuro inme-
diato catastrófica, porque nos referimos a 11 millones 670
mil personas adultas, y en el 2030 la población adulta ma-
yor respecto al índice registrado desde el año 2000, se in-
crementará en un 330 por ciento en contra de un 45 por
ciento que se estima crecerá la población joven en el país
para este mismo período de tiempo; es decir, en el año
2030seremos una población conformada en su mayoría por
adultos mayores, la situación es seria si consideramos que
el 82 por ciento del total de adultos mayores viven en po-
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breza, que 8 de cada 10 no tienen los medios para cubrir
sus necesidades.

Aunado a lo anterior tenemos que la gran mayoría de los
adultos mayores no tienen un lugar seguro, estable y digno
para vivir, en muchos casos son despojados de su patrimo-
nio, tanto de inmuebles como dinero, o bien desplazados
hacia un rincón en su propia casa.

En contraparte, no hay los suficientes ni los adecuados si-
tios parta atenderlos, como se puede apreciar, las opciones
para nuestros adultos mayores para tener una mejor calidad
de vida son escasas o prácticamente nulas.

Por esta razón es que hemos visto con preocupación que
han estado surgiendo lugares improvisados que ofrecen
servicios de albergues o centros de atención para nuestros
adultos mayores, espacios que carecen de lo requerido pa-
ra atenderlos de manera profesional y especializada. 

Además hay todavía problemas de cuestión cultural, respe-
to a apreciar estos lugares como espacios para el abandono
y el desentendimiento absoluto de nuestros adultos mayo-
res. Es por esta razón que considero necesario contar con
un registro nacional único de los centros de atención para
nuestros adultos mayores, un registro que brinde un orden
sobre estos lugares y que al ser obligatoria su inscripción
en él se impida que surjan más lugares improvisados.

Este esfuerzo es además parte aguas para ir abriendo espa-
cios y políticas públicas exclusivas para los adultos mayo-
res en nuestro país y, de igual forma, abrir los espacios de
la consciencia entre nuestra sociedad respecto de la obliga-
ción histórica que tenemos con ellos.

Esta soberanía, y quienes la integramos, debemos de estar
conscientes que ignorar a nuestros adultos mayores es lo
mismo que ignorar a nuestra niñez porque esto equivale a
darle la espalda a nuestro futuro como sociedad. Es cuan-
to. Muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo del
diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Par-
lamentario del PRI

El suscrito, diputado federal José Luis Orozco Sánchez Al-
dana integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional de la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,

con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea Iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un Capítulo III al Título Sexto de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad, las condiciones y los factores sociodemo-
gráficos han sido tema de especial atención e interés, no
solo como aspectos de estadística sino también como asun-
tos concernientes al futuro de cualquier sociedad.

En nuestro país, un ejemplo de ello es el relativo a los adul-
tos mayores.

En México asumimos como adultos mayores, a quienes se
encuentran en lo que se puntualiza en la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores emitida apenas hace
10 años:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 

I. Personas adultas mayores. Aquellas que cuenten con se-
senta años o más de edad y que se encuentren domiciliadas
o en tránsito en el territorio nacional;1

Un sector de nuestra población con el cual, históricamente
se han tenido y se tienen enormes deudas pendientes.

Situación que se ha desarrollado a lo largo de poco más de
tres décadas y nos ha derivado en condiciones para este
vulnerable sector de la sociedad; que no solo son alarman-
tes, sino también hirientes.

En México, podemos afirmar que los adultos mayores en
su gran mayoría carecen y sufren. 

Carecen de falta de oportunidades de trabajo, de condicio-
nes favorables para su desarrollo integral, de asistencia so-
cial, de acceso al disfrute en plenitud de todos sus derechos
–marcadamente los elementales- y en síntesis de un entor-
no de privaciones en todos los aspectos.

Como se dijo anteriormente, también sufren; de enferme-
dades –muchas de ellas altamente incapacitantes- de mar-
ginación social, exclusión, discriminación y además des-



afortunadamente de acuerdo a cifras oficiales, el 16 por
ciento del total de los adultos mayores en nuestro país pa-
decen de algún tipo de violencia en sus diferentes grados.2

Incluso esta cifra es todavía más inquietante, si considera-
mos que de acuerdo al Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores, se tiene registrado que 3 de cada 5 adul-
tos mayores en México, la violencia que sufren proviene
del entorno familiar directo.3

En otras palabras, los adultos mayores en nuestro territorio;
son víctimas incluso de quienes deberían ser sus benefac-
tores.

Ante ello, vemos con preocupación que somos una socie-
dad que tolera, solapa, sobrelleva y disimula; las vejacio-
nes, las carencias y las violaciones sistemáticas en sus de-
rechos humanos, hacia los adultos mayores.

La situación hoy es crítica y se augura en un futuro inme-
diato –si no actuamos al respecto- catastrófica.

Es critica porque nos estamos refiriendo en el presente, se-
gún fuentes oficiales a 11 millones 669 mil 432 personas
adultas mayores; y catastrófica en un futuro cercano por-
que se estima que para el 2030, la población adulta mayor
respecto al índice registrado desde el año 2000, se incre-
mentará en un 330 por ciento, en contra de un 45 por cien-
to que se estima crecerá la población joven en el país para
el mismo periodo de tiempo.4

Es decir, en el 2030 seremos una población conformada en
su mayoría por adultos mayores con la atención a sus ne-
cesidades rezagadas, que por personas jóvenes y económi-
camente activas.

Como se puede apreciar la situación es verdaderamente crí-
tica, si consideramos además que las tendencias nos mues-
tran que el 82 por ciento del total de adultos mayores viven
en pobreza, es decir 8 de cada 10 personas adultas mayores
no tiene los medios para cubrir sus necesidades; solo los
dos restantes de esos 10 mexicanos, tiene los medios para
solventar sus gastos o bien cuentan en el mejor de los ca-
sos con una pensión.5

Aunado a lo anterior, tenemos que la gran mayoría de los
adultos mayores no tiene un lugar seguro, estable y digno
para vivir. En muchos casos son despojados de su patrimo-
nio, tanto inmuebles como dinero; o bien desplazados ha-
cia un rincón en su misma casa.

En contraparte, no hay ni los suficientes ni los adecuados
sitios especializados para atenderlos en sus necesidades es-
pecíficas; bien sea públicos o de asistencia privada.

En promedio del total de los lugares provistos por los go-
biernos tanto federales como estatales y municipales en el
país, solo un poco más del 8 por ciento aproximadamente
de estos lugares brindados institucionalmente, son exclusi-
vos o dedicados a la atención especializada del adulto ma-
yor.

Es decir; espacios con los requerimientos de movilidad pa-
ra ellos, con el personal profesional para la atención de su
desarrollo emocional, psicológico, de integración y sobre
todo médico.

Como se puede apreciar, las opciones para nuestros adultos
mayores para tener una mejor calidad de vida y de condi-
ciones de la misma o bien para salir de ese círculo vicioso
de marginación, discriminación y violencia del cual son
objeto –aun en el mismo hogar y dentro de la mismo nú-
cleo familiar –son escasas o prácticamente nulas. 

Por esta razón y al amparo de la situación anterior; es que
hemos visto con preocupación que han estado surgiendo
lugares improvisados y de la noche a la mañana, que ofre-
cen servicios de albergues o también como centros de aten-
ción para los adultos mayores.

Se trata de espacios, que carecen en primer lugar de lo
esencialmente requerido para atender de manera profesio-
nal y especializada en lo más mínimo, los servicios que
ofrecen; al igual que de los permisos y autorizaciones re-
queridas y emitidas por las autoridades correspondientes
encargadas de ello y que garantizan su funcionamiento al
margen de lo que establece la ley y las normas de atención
realizadas por los profesionales en la materia.

Por un lado, tenemos que los lugares que cuentan con los
requisitos establecidos, no son fácilmente identificables;
además no existe ni un patrón, o bien un registro oficial, es
decir no hay un orden respecto a los lugares que actual-
mente hay de atención a los adultos mayores en nuestro
país.

En segundo lugar y derivado de lo anterior, no hay infor-
mación detallada de su funcionamiento y de su desempeño,
que dé claramente el conocimiento suficiente del lugar de
interés, para tener la completa seguridad de que se trata del
espacio adecuado. 
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Además de todo lo anterior, hay todavía problemas de
cuestión cultural; respecto a apreciar estos lugares como
espacios para el abandono y el desentendimiento absoluto
de nuestros adultos mayores, negando por un lado el acce-
so a estos espacios a quienes lo requieren o bien cerrándo-
nos la posibilidad de verlos como una opción viable para
otorgar mejores condiciones de vida para el adulto mayor,
que tengamos en nuestros hogares. 

Ello, es igualmente aprovechado por personas sin la ética
suficiente y el compromiso requerido, para lucrar con las
necesidades de quienes están en una situación de margina-
ción en su familia y obtener un provechoso beneficio eco-
nómico, a costa de ofrecer una atención incompleta, inco-
rrecta o bien deficiente, a los adultos mayores que
literalmente “caen en sus redes”.

Es por esta razón que se considera oportuno establecer un
registro nacional único de los centros de atención para los
adultos mayores.

Como una manera en primer lugar, de generar un reorde-
namiento de la situación que priva respecto a estos espa-
cios.

De tener una radiografía exacta de la magnitud de las ca-
rencias que hay sobre el número de estos espacios que ac-
tualmente necesitamos, como segundo beneficio. 

Y finalmente como tercera ventaja, de contar a manera de
requisito, de un control para el futuro establecimiento de
estos lugares tan necesarios.

A su vez; en el presente, eliminar el establecimiento de
esos lugares improvisados donde nuestra población adulta
mayor no tiene las garantías para su atención y muchas ve-
ces ni siquiera, el respeto a sus derechos humanos más ele-
mentales. 

Sin duda alguna, este esfuerzo no resuelve ni atiende, todas
las necesidades de nuestros adultos mayores; sim embargo
el no llevarlo a cabo, representa una rendija más, por don-
de el empeoramiento encuentra un espacio más para hundir
con mayor fuerza en la vulnerabilidad a este importante y
muy lastimado sector significativo e imprescindible de
nuestra población.

Este esfuerzo es además parteaguas y podrá servir como
punta de lanza, para ir abriendo espacios y políticas publi-
cas exclusivas para los adultos mayores en nuestro país; y

de igual forma abrir los ojos y los espacios de la concien-
cia entre nuestra sociedad respecto a la obligación que te-
nemos con ellos.

Como se mencionó anteriormente, estamos refiriéndonos a
mexicanos imprescindibles, en su persona misma y tam-
bién por la sabiduría que implica su trayecto y experiencia
de vida.

Al igual que importantes, por su misma condición de seres
humanos; y también, porque debemos de asumir en corres-
ponsabilidad tanto sociedad y gobierno el compromiso de
atenderlos debido a que en él ayer, ellos con su trabajo y es-
fuerzo consolidaron los benéficos que hoy disfrutamos to-
dos.

Esta soberanía y quienes la integramos, debemos de estar
conscientes que ignorar a nuestros adultos mayores, es los
mismo que ignorar a nuestra niñez; porque eso equivale a
darle la espalda a nuestro futuro como sociedad.

Por todo ello, se somete a la consideración del pleno de es-
ta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un Capítulo III al Título
Sexto de la de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores. 

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo III al Título Sex-
to de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, para quedar como sigue:

Capítulo III
Del Registro Nacional Único de Centros de 
Atención de las Personas Adultas Mayores

Artículo 51. Conforme a lo dispuesto en la fracción
XXX del artículo 28 de esta ley, el Instituto creará el
Registro Nacional Único de Centros de Atención de las
Personas Adultas Mayores.

Artículo 52. El Instituto establecerá las disposiciones
aplicables para regular su funcionamiento así como pa-
ra dotarlo de los recursos humanos, financieros y mate-
riales que requiera para su efectiva operación.

Así como también los requisitos y lineamientos que de-
berán atender los interesados para poder inscribirse en
el padrón; considerando lo dispuesto en las normas ofi-



ciales mexicanas, normas mexicanas, normas técnicas y
los reglamentos expedidos y aplicables en materia de
funcionamiento para estos centros de atención a las
personas adultas mayores

Artículo 53. El Registro Nacional Único de Centros de
Atención de las Personas Adultas Mayores será de ca-
rácter y consulta pública.

El Instituto emitirá las disposiciones generales para re-
gular la forma en que será divulgada o suministrada su
información.

Artículo 54. El Registro Nacional Único de Centros de
Atención de las Personas Adultas Mayores, tendrá los
siguientes objetivos:

I. Crear un padrón nacional único de instituciones o
centros públicos o privados de atención a las perso-
nas adultas mayores que coadyuve a garantizarles, el
pleno ejercicio de sus derechos en estos lugares y
contribuya a garantizar su regulación para mejorar
sus instalaciones, servicios y recursos humanos y a
mejorar la calidad de los mismos.

II. Servir como fuente de consulta y de difusión de
información de calidad, pertinente, veraz y oportuna
sobre el estado general que guardan las instituciones
públicas o privadas, casas hogar, albergues, residen-
cias de día o cualquier otro centro de atención a las
personas adultas mayores.

III. Servir como fuente permanentemente actualiza-
da de consulta y seguimiento detallado de las irregu-
laridades u omisiones detectadas en la operación y
funcionamiento de las instituciones o centros públi-
cos o privados de atención a las personas adultas ma-
yores por parte de las autoridades correspondientes,
integrando también las quejas que haya sobre los
mismos.

Artículo 55. Toda institución pública o privada, casa ho-
gar, albergue, residencia de día o cualquier otro centro
de atención a las personas adultas mayores, deberá ins-
cribirse obligatoriamente para poder brindar sus servi-
cios en el padrón del Registro Nacional Único de Centros
de Atención de las Personas Adultas Mayores. La ins-
cripción en el padrón deberá ser renovada anualmente.

La violación de esta disposición se sancionará con la re-
vocación irreversible de su inscripción en el padrón y se
ordenara el cierre definitivo del lugar.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor 360
días posteriores al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Notas:

1 Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Artículo 3. 

2 Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición. Secretaría de Sa-
lud.

3 Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores. 

4 Consejo Nacional de la Población. 2015.

5 Consejo Nacional de Población.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
4 de noviembre de 2015.— Diputados: José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, Adolfo Mota Hernández, Adriana Terrazas Porras, Alejandro Ar-
menta Mier, Alfredo Anaya Orozco, Alfredo Bejos Nicolás, Ana Geor-
gina Zapata Lucero, Arlet Mólgora Glover, Carlos Sarabia Camacho,
Carmen Salinas Lozano, Edith Yolanda López Velasco, Erick Alejan-
dro Lagos Hernández, Eveling Soraya Flores Carranza, Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, Francisco Javier Santillán Oceguera,
Hugo Daniel Gaeta Esparza, J. Jesús Zúñiga Mendoza, Laura Nereida
Plascencia Pacheco, Laura Valeria Guzmán Vázquez, Manuel Vallejo
Barragán, María del Rocío Rebollo Mendoza, María Gloria Hernández
Madrid, Martha Lorena Covarrubias Anaya, Noemí Zoila Guzmán La-
gunes, Pedro Garza Treviño, Rafael Yerena Zambrano, Ramón Baña-
les Arámbula, Rosa Alicia Álvarez Piñones, Rosa Guadalupe Chávez
Acosta (rúbricas).»

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Muchas gracias, diputado Orozco. Túrnese a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para su dicta-
men.

La diputada Noemí Zoila Guzmán Lagunes (desde la
curul): Presidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Noemí Guzmán, por fa-
vor.

La diputada Noemí Zoila Guzmán Lagunes (desde la
curul): Gracias, señor presidente. Primeramente para adhe-
rirme, si así me lo permite mi compañero diputado José
Orozco, a esta importante iniciativa de reconocimiento a
los adultos mayores.

Y, segundo, señor presidente, permítame externar en este
pleno una calurosa felicitación a estudiantes del Instituto
Tecnológico Superior de Poza Rica, Veracruz, quienes ob-
tuvieron medalla de oro, plata y bronce en la Octava Edi-
ción de la Competencia Internacional de Robótica, Robot
2015, en Rumania, y los resultados fueron dados ya a co-
nocer.

Fueron estudiantes de mi estado, son paisanos a quienes
quiero felicitar, a ellos por ese logro tan importante inter-
nacional, y a sus familias. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias y nuestras felicitaciones desde luego, y nuestra
bienvenida a quienes ha mencionado la diputada Guzmán.

Usted escuchó ya que solicitan la adición. El diputado pro-
ponente Orozco acepta y está a disposición de la asamblea
para quienes quieran suscribirla aquí en la Secretaría de la
Mesa Directiva. Sonido en la curul del diputado Daniel To-
rres, por favor.

El diputado Daniel Torres Cantú (desde la curul): Dipu-
tado presidente, sólo para también solicitarle al diputado
promovente, y además felicitarlo por esta iniciativa, por-
que es un tema muy sensible de los adultos mayores y creo
que velar por su seguridad y por su integridad y por sus
condiciones de vida siempre será algo muy favorable para
nuestros viejitos. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. El diputado proponente ha reiterado su
aquiescencia para que pueda ser suscrita también por usted.
Sonido en la curul del diputado Daniel Gaeta.

El diputado Hugo Daniel Gaeta Esparza (desde la cu-
rul): Muchas gracias, diputado presidente. Únicamente pa-
ra que a través de usted se consulte al diputado si nos per-
mite adherirnos a su iniciativa a los diputados de Jalisco.
Muchas gracias. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. En el mismo sentido así lo manifiesta. Sonido en
la curul del diputado Fernando Moctezuma. 

El diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda
(desde la curul): Gracias, señor presidente. Para solicitar
respetuosamente al diputado José Luis Orozco nos dé la
oportunidad de adherirnos a su iniciativa, que es precisa-
mente en razón a la protección, al cuidado y al no abando-
no de los adultos mayores. La fracción parlamentaria del
PRI de Hidalgo asume este compromiso en razón a la soli-
daridad con él. Ojalá nos lo permita.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. En el mismo sentido, también se expresa la dispo-
sición. Sonido en la curul de la diputada Evelyng Flores,
por favor.

La diputada Evelyng Soraya Flores Carranza (desde la
curul): Gracias, señor presidente. También igualmente feli-
citar al diputado José Luis Orozco por esta iniciativa. Ne-
cesitamos proteger a nuestros adultos mayores, la mayoría
se encuentra en un estado de Vulnerabilidad. Solicito res-
petuosamente adherirme también.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Está a disposición aquí en la Secretaría de la Me-
sa Directiva.

La diputada Edith Yolanda López Velasco (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido también en la curul de la diputada Yolanda López,
por favor.

La diputada Edith Yolanda López Velasco (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. También felicito al compañero
por esta iniciativa, el reconocimiento a los adultos mayores
de nuestro país, a quienes les debemos todo lo que somos.
Por eso le pido su anuencia para poderme adherir a esta in-
teresante iniciativa. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, así lo ha manifestado, diputada. Y entonces está
aquí a disposición la iniciativa presentada para ser suscrita
por quienes lo consideren conveniente.

Adelante la Secretaría, por favor.



DECLARATORIA DE PUBLICIDAD DE DICTÁME-
NES DE LEYES O DECRETOS

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del
salario mínimo. 
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, secretaria. Por lo tanto y de conformidad con lo
que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, se cumple la declaratoria de publicidad del
dictamen en sentido positivo a la minuta con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de desindexación del salario
mínimo.

RECESO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 14:16 horas): Con las facultades que confiere el artí-
culo 23 de la Ley Orgánica del Congreso General a esta
Presidencia y en atención a la solicitud de los grupos par-
lamentarios, se decreta un receso. Esta Mesa Directiva es-
tará atenta para notificar con la suficiente anticipación la
reanudación de esta sesión, en cuanto estemos en condi-
ciones y tengamos la materia que nos presentará la Comi-
sión de Presupuesto.

(Receso)

(a las 21:34 horas) Se reanuda la sesión. Gracias, por sus
aplausos. Por favor, la Secretaría, adelante. 
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